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En las últimas décadas estamos asistiendo a un cierto 
tipo de agotamiento en los modelos de políticas cul-
turales públicas que surgieron después de la Segunda 
Guerra Mundial y que se han ido manteniendo hasta 
la actualidad con pocas alteraciones importantes. Estas 
políticas culturales situaban en el centro la defensa de 
una cierta visión de la cultura como servicio institucio-
nal sin considerar la cultura como un derecho funda-
mental de las personas, como se puede observar en la 
mayoría de tratamientos de la cultura en marcos legis-
lativos a nivel general y más concretamente en todo el 
proceso de democratización español.

En este Informe se proponen algunas reflexiones, 
orientaciones y recomendaciones para que las políticas 
culturales españolas puedan aprovechar el potencial de 
los derechos culturales, y más en concreto del derecho 
a participar en la vida cultural (DPVC), acorde con las 
necesidades de los tiempos que corren.
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A B S T R A C T

En las últimas décadas estamos asistiendo a un agotamiento 
en los modelos de políticas culturales públicas que surgieron 
después de la Segunda Guerra Mundial y que se han ido man-
teniendo hasta la actualidad con pocas alteraciones impor-
tantes. Estas políticas culturales, que podríamos denominar 
clásicas, proceden de los planteamientos del Estado nación, 
donde desde una perspectiva ilustrada y edificante situaban 
en el centro la defensa de una cierta visión de la cultura como 
servicio institucional al lado de la instrucción pública y el pa-
trimonio, con una concepción paternalista y protectora más 
que en el reconocimiento del ejercicio de derechos por parte 
de la ciudadanía. Este planteamiento no considera la cultu-
ra como un derecho fundamental de las personas, como se 
puede observar en la mayoría de tratamientos de la cultura 
en marcos legislativos a nivel general y más concretamente en 
todo el proceso de democratización español.

Esta posición prevalece a pesar de que la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos (DUDH) en 1948 y el artículo 15.1.a) 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC) en 1966 ya plantearon una relación entre 
el derecho a participar en la vida cultural y la función del Esta-
do. Este marco internacional del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos ha ido produciendo avances que detallan el 
contenido de los derechos culturales de forma tal que ofrecen 



pautas muy claras en que las políticas nacionales pueden, y 
deben inspirarse. En concreto, la Observación General del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que 
explica en detalle el derecho a participar en la vida cultural 
(DPVC) es muy relevante, pues ofrece una visión proactiva de 
las políticas culturales, destacando el rol de la ciudanía como 
agente activo de la cultura. A más de 10 años de la emisión de 
este documento, parece oportuno establecer sus potencialida-
des para las políticas culturales españolas a diferentes niveles, 
cuestión que no ha sido todavía abordada en profundidad. Se 
recurrirá en este estudio también a los informes de la Relatora 
Especial en la esfera de los Derechos Culturales, nombrada en 
2009 (primero como mecanismo de Experta). 

El objeto de este Informe es proponer algunas reflexiones, 
orientaciones y recomendaciones para que las políticas cultu-
rales españolas tengan en cuenta el respeto y la promoción de 
los principios establecidos en tales instrumentos y desarrollos 
internacionales. Se trata de aprovechar el potencial de los de-
rechos culturales, y más en concreto del derecho a participar 
en la vida cultural (DPVC) para el desarrollo de políticas cul-
turales acordes con las necesidades de los tiempos que corren. 



A B S T R A C T

In recent decades, we have witnessed a certain kind of ex-
haustion in the models of public cultural policies that 
emerged after the Second World War and which have been 
maintained to the present day with few major alterations. 
These “classic” cultural policies focused on the defence of 
culture as an institutional service alongside with public 
education and protection of heritage. They were based in 
an approach of the nation-state, where from an enlighte-
ned and edifying perspective they promoted a paternalistic 
and protective conception of culture rather than one based 
in the recognition of the exercise of rights by citizens. This 
approach does not consider culture as a fundamental right 
of individuals, as can be inferred from legislative framewor-
ks at a general level and more specifically in the whole pro-
cess of Spanish democratisation.

This position prevails despite the fact that the Universal 
Declaration of Human Rights (UDHR) in 1948 and Article 
15(1.a) of the International Covenant on Economic, Social 
and Cultural Rights (ICESCR) in 1966 already established 
a relationship between the right to participate in cultural 
life and the role of the state. This international framework 
of international human rights law has produced advances 
that detail the content of cultural rights in a way that pro-
vides very clear guidelines on which national policies can, 



and should, be inspired. In particular, the General Comment 
of the Committee on Economic, Social and Cultural Rights 
that explains in detail the right to take part in cultural life 
is very relevant, as it offers a proactive vision of cultural po-
licies, highlighting the role of citizenship as an active agent 
of culture. More than 10 years after the issue of this docu-
ment, it seems appropriate to establish its potential for Spa-
nish cultural policies at different levels, an issue that has 
not yet been addressed in depth. This study will also draw 
on the reports of the Special Rapporteur on Cultural Rights, 
appointed in 2009 (first in the form of an Expert mandate). 

The purpose of this report is to propose some reflections, 
guidelines and recommendations so that Spanish cultural 
policies take into account the respect and promotion of the 
principles established in such instruments and internatio-
nal developments. The aim is to make the most of the po-
tential of cultural rights, and more specifically the right to 
participate in cultural life for the development of cultural 
policies in accordance with the needs of the present day. 
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En las últimas décadas estamos asistiendo a un cierto 
tipo de agotamiento en los modelos de políticas cultura-
les públicas que surgieron después de la Segunda Guerra 
Mundial y que se han ido manteniendo hasta la actuali-
dad con pocas alteraciones importantes. Estas políticas 
se institucionalizaron en base al proyecto de un nuevo 
orden mundial como reacción a la utilización y manipu-
lación de la cultura por parte de los autoritarismos que 
caracterizaron el primer tercio del s. xx. Estas tendencias 
pretendían la consolidación de sistemas democráticos 
incorporando las políticas culturales en el marco de las 
políticas públicas y en los procesos para contraer respon-
sabilidades y garantías en este campo por parte de un Es-
tado democrático en un marco de valores compartidos 
por la nueva comunidad internacional.

Estas políticas culturales, que podríamos denomi-
nar clásicas, proceden de los planteamientos del Estado 
nación, donde desde una perspectiva ilustrada y edi-
ficante situaban en el centro la defensa de una cierta 
visión de la cultura como servicio institucional al lado 
de la instrucción pública y el patrimonio, con una cier-
ta concepción paternalista y protectora más que en el 
reconocimiento del ejercicio de derechos por parte de  
la ciudadanía.

Esta posición prevalece a pesar de que la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (DUDH) en 1948 y el artí-
culo 15.1.a) del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (PIDESC) en 1966 ya plantearon 
una relación entre el derecho a participar en la vida cul-
tural y la función del Estado. La mayoría de estas políticas 
culturales, en este periodo, se ubican en un modelo clási-
co del Estado como “donante” que desde posiciones “eru-
ditas o letradas” ofrecen cultura al “pueblo” a pesar de 
ellos. Este planteamiento no considera la cultura como 
un derecho fundamental de las personas, como se puede 
observar en la mayoría de tratamientos de la cultura en 
marcos legislativos a nivel general y más concretamente 
en todo el proceso de democratización español.



La debilidad de estos modelos se empieza a observar 
al final del pasado siglo donde las aspiraciones e ideales 
de la población se encuentran con dificultades con las 
posiciones de los gobiernos para liderar y financiar las ex-
pectativas creadas. Todo esto se incrementa por los cam-
bios incorporados por la “revolución” de la sociedad de la 
información y la existencia de una conciencia ciudadana 
más desarrollada sobre sus necesidades y la oferta de ser-
vicios públicos.

Los antecedentes de la acción pública en la cultura 
han ido incorporando diferentes ámbitos de actividad a 
partir de la inicial preocupación por el patrimonio cultu-
ral, las bellas artes, la memoria colectiva o la tradición y 
el folklore. Pero el peso del pasado sigue siendo muy subs-
tancial con dificultades de asumir y vivir la contempora-
neidad. Esto es justificable por las rémoras conceptuales 
y las limitaciones internas de las dinámicas de trabajo en 
el ámbito de la cultura de aceptar e integrar el cambio, la 
innovación o las nuevas vanguardias. A esta realidad se le 
une que las estructuras del Estado siguen situadas en los 
planteamientos con visiones departamentales y con poca 
capacidad de trabajo transversal o más global. Los minis-
terios o consejerías de cultura, de los diferentes niveles de 
la administración pública, limitan su acción a unas com-
petencias muy limitadas y con poco potencial para situar 
los contenidos de las políticas culturales en una agenda 
más integral de país, región o ciudad. De acuerdo con la 
realidad de la cultura en nuestras sociedades contempo-
ráneas y globalizadas hemos de avanzar hacia un concepto 
de sistema cultural que se aleja de los arraigados trabajos 
de definiciones de cultura de las disciplinas y los estudios 
teóricos para entender el conjunto de actividades cultu-
rales que las personas realizan en su vida cultural o de la 
concurrencia de acciones de los agentes sociales que des-
de diferentes posiciones inciden en este sistema cultural.  
“La cultura no es una realidad que pueda comprimirse en 
un determinado haz de palabras. (…) “es un sistema en el 
que juegan un papel decisivo las aceptaciones y los recha-



zos de la colectividad””1. Podemos entenderlo como un 
subsistema (cultura en un sentido amplio) que interactúa 
con otros subsistemas (economía, derecho, educación, 
sanidad, etc.…) en las sociedades complejas, como dice 
Luhmann. Aceptar este escenario requiere una ampli-
tud de perspectivas que no coinciden con los contenidos 
clásicos de las políticas culturales. Por sistema cultural 
entendemos el conjunto de circunstancias que inciden 
directa o indirectamente en la vida cultural de una socie-
dad. Actualmente es imprescindible aceptar, comprender 
e identificar las múltiples relaciones con otros subsiste-
mas que inciden en lo que denominamos cultura con-
temporánea. El sistema cultural incorpora, además de 
los ámbitos conocidos; la comunicación, la movilidad, el 
hábitat, la seguridad, la conexión a internet, el clima, la 
educación, etc…. Entre las necesidades culturales, el ejer-
cicio de los derechos culturales y el sistema cultural exis-
te una relación muy intensiva en complejidad, abierto a 
las influencias e interacciones con su contexto próximo y 
global disponiendo de una alta sensibilidad y posibilidad 
de alterarse por las realidades de su entorno. Es necesario 
aceptar la realidad de que no es posible plantearse políti-
cas culturales en la actualidad sin una interpretación del 
sistema cultural de nuestra sociedad. Es decir, la nece-
sidad de un cambio profundo de mentalidad y de incor-
porar los recursos cognitivos necesarios para trabajar en 
este planteamiento.

Las primeras décadas del s. xxi  se caracterizan por 
el rol  de los Derechos Humanos y la emergencia de nue-
vas sensibilidades a nivel de la comunidad internacio-
nal, como la concienciación hacia una nueva ciudadanía 
surgida por niveles más altos de sensibilización y de la 
conciencia de que la cultura es un derecho a exigir. Una 
expresión de estos cambios se puede observar en la gran 
actividad y producción de los diferentes organismos mul-
tilaterales relacionados con la cultura, como se aprecia 
en importantes textos de organizaciones internaciona-
les como la UNESCO2, la ONU3, o la Agencia Española 



de Cooperación y Desarrollo4. Pero también iniciativas 
académicas o de la sociedad civil han sido altamente re-
levantes. Es el caso de la Declaración de Friburgo sobre 
Derechos Culturales, impulsada por un grupo de acadé-
micos liderado por Patrice Meyer-Bisch y que ha tenido 
gran influencia  tanto en la redacción de la Observación 
General, como en los trabajos de la Relatora Especial en 
la esfera de los Derechos Culturales, o el Foro Universal 
de las Culturas de 2004 y otras aportaciones que son un 
ejemplo de ejercicios de búsqueda de formas de articula-
ción entre los principios de los derechos culturales y las 
políticas de diferentes niveles de la administración que 
reflejan la posibilidad de encontrar sistemas de integra-
ción de estos valores en políticas concretas. 

El objeto de este Informe es proponer algunas re-
flexiones, orientaciones y recomendaciones para que las 
políticas culturales españolas tengan en cuenta el respe-
to y la promoción de los principios establecidos en ta-
les instrumentos y desarrollos internacionales. Se trata 
de aprovechar el potencial de los derechos culturales, y 
más en concreto del derecho a participar en la vida cul-
tural (DPVC) para el desarrollo de políticas culturales 
acordes con las necesidades de los tiempos que corren. 
El instrumento prioritario en que se basará este análisis 
será la Observación General mencionada sobre el DPVC. A 
más de 10 años de la emisión de este documento, parece 
oportuno establecer sus potencialidades para las políticas 
culturales españolas a diferentes niveles, cuestión que no 
ha sido todavía abordada en profundidad. Se recurrirá en 
este estudio también a los informes de la Relatora Espe-
cial en la esfera de los Derechos Culturales, nombrada en 
2009 (primero como mecanismo de Experta) y con una 
aportación muy importante. También, de forma más pun-
tual se recurrirá a los demás instrumentos y desarrollos 
mencionados cuando resulte de especial interés. A tenor 
de estos nuevos planteamientos y la necesidad del corres-
pondiente desarrollo político y legislativo, consideramos 
imprescindible presentar un conjunto de principios o 



conceptos para incorporar un enfoque de derechos a las 
políticas culturales. Hemos añadido como anexos a este 
informe los extractos de las Observaciones finales del Co-
mité DESC dictadas en 2012 y en 2018 en relación con el 
cumplimiento del PIDESC por parte de España en lo que 
se afectan al DPVC, ya sea porque lo refieren directamen-
te o porque le afectan de forma más general.

En definitiva, este trabajo pretende contribuir al pro-
greso hacia la superación de los modelos clásicos de polí-
ticas culturales antes mencionados, que se encuentra en 
dificultades de sustentación y crítica por parte de amplios 
sectores sociales. En este contexto se percibe la necesidad 
de un esfuerzo para una mayor adaptación de las políticas 
culturales nacionales, regionales y locales a un enfoque 
más proactivo en clave de los derechos humanos y cultu-
rales. Se trata de proponer un diferente papel del Estado 
en el marco de un nuevo contrato social para la cultura, 
de acuerdo con estas nuevas aportaciones conceptuales 
de la comunidad internacional que inciden en la cons-
trucción de un marco de referencia para las políticas cul-
turales en base a los derechos culturales. 
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El derecho a participar en la vida cul-
tural (DPVC) ha sido el derecho con 
menor grado de desarrollo en el De-
recho Internacional de los Derechos 
Humanos (DIDH) y ha tenido poca 
atención en el campo de las políticas 
culturales. Después de muchos años 
de una cierta pasividad se produce un 
cambio de tendencia con la aproba-
ción en 2009 de la Observación Gene-
ral sobre el DPVC5 por el Comité de los 
Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (DESC) y el  nombramiento de 
una Relatora Especial en la esfera de 
los Derechos Culturales de Naciones 
Unidas.6 En los apartados que siguen 
se dará cuenta de los antecedentes de 
estos desarrollos.

1. La Declaración Universal de 
Derechos Humanos y el origen del 
mal entendido debate entre uni-
versalismo y relativismo cultural, 

lastre para el desarrollo de los 
derechos culturales

La Declaración Universal de Dere-
chos Humanos (DUDH), aprobada 
por la Asamblea General de Naciones 
Unidas en 1948 es el desarrollo de 
lo establecido en el Preámbulo de la 
Carta de Naciones Unidas (1945) que 
reafirma la “fe en los derechos huma-
nos fundamentales” y en la “dignidad 
de la persona.”  La Declaración res-
ponde al mandato establecido en la 
Carta que indica que “la Asamblea 
General debe iniciar estudios y hacer 
recomendaciones para…colaborar en 
la realización de los derechos huma-
nos y libertades individuales de todos 
sin distinción de raza, sexo, lenguaje 
o religión”.

La DUDH ha recibido críticas de 
algunos sectores que mantenían que 

PRIMERA PARTE

ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
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reflejaba una visión excesivamente 
eurocéntrica. Es importante señalar 
que muchas veces este tipo de críticas 
se mezclan con las relativas a los usos 
“imperialistas” que se le han dado al 
texto, que en algunos casos han podi-
do estar justificadas.7 Así, en relación 
con el texto de la DUDH en sí mismo 
hay que enfatizar que fue logrado tras 
un proceso en el que existió plena 
conciencia de la necesidad de dotar 
a los derechos en ella establecidos de 
una rica base intercultural. Además, 
el texto opta, de forma intencionada, 
por no identificar los fundamentos 
culturales/filosóficos/ideológicos de 
tales derechos.  En cualquier caso, el 
Preámbulo de la DUDH señala la con-
ciencia por parte de los Estados de 
“que una concepción común de estos 
derechos y libertades es de la mayor 
importancia para el pleno cumpli-
miento de dicho compromiso” (énfa-
sis añadido). Por tanto, los redactores 
del texto eran plenamente conscien-
tes de que la tarea de encontrar fun-
damentos culturalmente comunes a 
todos los Estados a los que iría diri-
gida la Declaración era absolutamen-
te necesaria si se quería garantizar 
la eficacia de los derechos incluidos 
en ella, que tendrían carácter univer-
sal. Sólo en base a esos fundamentos 
culturalmente comunes su aplica-
ción universal podría legitimarse. 
Sin embargo, la Declaración no iden-

tifica esa concepción común de los 
derechos humanos que reconoce. El 
texto ni siquiera se refiere a la digni-
dad humana como fuente de los de-
rechos humanos, como harían otros 
instrumentos de derechos humanos 
posteriores.8 Este silencio respecto a 
los fundamentos filosófico/culturales 
de los derechos humanos fue inten-
cional: Se quería evitar a toda costa 
la impresión de que una concepción 
específica de los derechos humanos 
tuviese prioridad sobre otra.  Este 
silencio, puede, en realidad, ser vis-
to como una oportunidad para ali-
mentar interculturalmente las bases 
de los derechos humanos, y también, 
como un argumento convincente 
contra aquéllas críticas que procla-
man el carácter absolutamente euro-
céntrico de la DUDH.

Sin embargo, la crítica que se-
ñala a la sobrerrepresentación de las 
ideas occidentales en la Declaración 
se apoyaría, con cierto fundamento, 
en la educación de corte “occidental” 
del Profesor Malik (de Líbano) y del 
Dr. Chang (de China) que formaban 
parte de la Comisión encargada de 
formular el texto de la DUDH.9 Pero 
la intención de crear un instrumento 
culturalmente universal no estuvo li-
mitada a la diversidad de orígenes de 
los miembros de la Comisión. En este 
sentido importa destacar el informe 
sobre los “fundamentos filosóficos 

LOS DERECHOS CULTURALES - PRIMERA PARTE
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de una declaración internacional de 
derechos humanos” que el Comité 
de la UNESCO aportó a este proceso. 
Julian Huxley, Director General de 
la UNESCO en el momento, envió a 
varios reconocidos filósofos e intelec-
tuales un cuestionario relativo a los 
principios en que debería basarse la 
futura declaración. Con las respuestas 
recibidas, elaboró un informe que fue 
enviado a la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas. 
Entre las personalidades consultadas 
se encontraban Gandhi, Jacques Ma-
ritain, Aldous Huxley y Pierre Thei-
lard de Chardin. El informe final del 
Comité formula, de forma esquemá-
tica, un catálogo de derechos básicos 
que podrían ser reivindicados por 
toda persona. De la lectura del in-
forme queda patente que identificar 
de forma cerrada y definitiva los fun-
damentos de los derechos humanos 
puede resultar inadecuado.

La respuesta de Gandhi al 
cuestionario que le envió Julian 
Huxley, director de la UNES-
CO en el momento en que se 
preparaba la redacción de la 
Declaración Universal de Dere-
chos Humanos en las Naciones 
Unidas con el objeto de reunir 
la opinión tanto de gobiernos 
como de eminentes intelectuales 
sobre el “fundamento común” de 

los derechos humanos10 es para-
digmática de la toma en cuenta 
de la diversidad cultural en la 
redacción de la DUDH: “Mi ma-
dre, que no sabía leer ni escribir, 
pero que era una mujer llena de 
sabiduría, me enseñó que todo 
derecho, para que el hombre lo 
merezca y lo conserve, debe pro-
venir del deber bien cumplido.” 11 

Esta concepción está en las 
antípodas de la concepción oc-
cidental, que considera que los 
deberes tienen un rol en la ga-
rantía de los derechos humanos, 
como derivados de éstos, por no 
en su fundamento, que es sólo 
de naturaleza “individual.” De 
hecho, en sánscrito, como nos 
recuerda Pandeya, no existe la 
palabra “derechos” sino simple-
mente “Adhikara” (reclamación 
justa) en el contexto en el que un 
deber ha sido adecuadamente 
llevado a cabo.12   

Así, puede decirse que la concep-
ción “india” u oriental de los dere-
chos humanos, que Gandhi plasmó 
en su respuesta al cuestionario, fue 
reflejada, como lo muestra el artí-
culo 29, tantas veces olvidado, en la 
DUDH. Este artículo establece que 
“toda persona tiene deberes respecto 
a la comunidad, puesto que sólo en 
ella puede desarrollar libre y plena-

I. LA DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS
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mente su personalidad”. No en vano 
el primer artículo de la Declaración 
establece que “todos los seres huma-
nos nacen libres e iguales en digni-
dad y derechos y, dotados como están 
de razón y conciencia, deben com-
portarse fraternalmente los unos con 
los otros” (énfasis añadido).

El siguiente texto, que es par-
te de una conversación entre Rafael 
Argullol y Vidya Nivas Mishra es una 
viva muestra de ese ejercicio de bús-
queda de fundamentación común 
de los derechos humanos a través de 
un proceso de diálogo genuinamen-
te intercultural y resulta de especial 
interés, en tanto prueba del carácter 
inconcluso, abierto y permanente de 
ese diálogo:

¿Es posible un diálogo real en-
tre culturas más allá de un mero 
cambio de formalismos y de bue-
nas intenciones políticamente 
correctas?

 “No sé si es posible un diálogo 
real entre culturas, pero sí entre 
interlocutores pertenecientes a 
distintas tradiciones culturales. 
(…) Si dos interlocutores no se 
sienten, no se palpan, no se perci-
ben; si entre ellos no se establece 
una complicidad de tacto, difí-
cilmente se podrá producir una 
conversación que vaya más allá 
de los arquetipos, de los tópicos, 
de lo políticamente correcto. (…) 

Aunque exista cierta pasión para 
conocer otra cultura, si uno no 
está dispuesto a abrirse, desar-
marse, romper las superficies de-
masiado lisas, difícilmente se va 
a producir esa interlocución y esa 
complicidad. (…) Es importante 
desarmarse para poder “armar-
se del otro”: ser capaces de ver 
cómo se confrontan las ideas en 
las que uno ha sido mentalmente 
construido con las ideas del in-
terlocutor a través de ese rigor y 
esa traducción lingüística, lógica 
y conceptual.

(…)
Creo por tanto que el diálogo 

entre culturas es difícil, imposible 
en un terreno político, pero exci-
tante y posible desde la compli-
cidad y la conversación entre los 
interlocutores.”

– Rafael Argullol

“El derecho a la vida no es sim-
plemente una adquisición de de-
rechos (empowerment), sino más 
bien una forma de plenitud. Los 
pensadores indios nunca creye-
ron en la centralidad o localidad 
de una sola entidad. Siempre han 
pensado en términos de un mul-
ticentrismo: el deseo de buscar la 
plenitud en el otro (…)

Por un lado, la globalización se 
está convirtiendo en un sinónimo 
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de americanización y está avan-
zando a ritmo de apisonadora 
aplanando todas las elevaciones 
y profundidades. Por otro lado, 
gracias a la rapidez de las comu-
nicaciones, las ideas se intercep-
tan las unas a las otras a gran 
velocidad. Esto, naturalmente, ha 
producido ciertas aprensiones: 
¿estamos yendo en la dirección 
adecuada?, ¿es posible una rela-
ción de igualdad entre los que se 
llaman grandes y los llamados 
pequeños? Estas aprensiones na-
cen de una preocupación natural 
por buscar una alternativa ade-
cuada al bienestar del hombre y 
de su entorno. Esta preocupación 
es la única esperanza. (…)

Pero lo que sí intuyo es que la 
rigidez actual de posiciones, se 
encuentren donde se encuentren 
y provengan de donde proven-
gan, se desmoronará bajo la pre-
sión ejercida por la necesidad de 
vivir juntos y en armonía a pesar 
de las diferencias. También pue-
do ver que habrá más oportuni-
dades para mantener un diálogo 
íntimo entre culturas, no como 
un mero ejercicio intelectual, sino 
como una necesidad humana.”

– Vidya Nivas Mishra13

Una de las críticas más importan-
tes y conocidas a la DUDH, y más espe-
cíficamente al carácter universal de los 
derechos que contiene, es la formula-
da en 1947 por la Asociación Antropo-
lógica Americana (AAA)14. Esta crítica, 
muchas veces errónea o parcialmente 
comprendida, y su evolución, están 
vinculadas con el debate, tan a menu-
do manipulado, entre universalistas y 
relativistas culturales. En realidad, el 
origen de los malentendidos está en 
un concepto erróneo de “cultura.” Así, 
la crítica formulada por la AAA en 
1947 fue entendida de una forma no 
exacta como una absoluta “negación 
de la capacidad de hacer juicios mora-
les,” convirtiéndola así en exponente 
de un relativismo cultural extremo (el 
que sostiene un rechazo total a la po-
sibilidad de formular juicios morales 
– y por tanto estándares comunes de 
derechos humanos –compartidos por 
todas las personas, con independen-
cia de la cultura a la que pertenezcan). 
Para Merry la declaración de la AAA 
era, por el contrario, una aserción “de 
valores morales que incluía la tole-
rancia por la diferencia cultural entre 
esos valores.”15 Las críticas a la decla-
ración de la AAA, siguiendo a Merry, 
tienden a olvidar el contexto en que se 
emitió, caracterizado por las presio-
nes que las sociedades minoritarias 
experimentaban para cambiar bajo la 
influencia de la “expansión euro-ame-
ricana y el colonialismo.”16
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Es sólo recientemente que pue-
de decirse que el Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos ha 
abandonado de forma definitiva la 
noción errónea de cultura que ma-
nejó, o cuanto menos, admitió sin 
cuestionarla suficientemente. Nos 
referimos a la concepción esencia-
lista de cultura, que entiende ésta 
como un “sistema coherente, estáti-
co e inmutable de valores.17” Curio-
samente, el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, continuó 
en gran parte aceptando una noción 
anticuada de cultura, que los propios 
antropólogos habían abandonado ya 
hacía tiempo18. Al igual que la Antro-
pología actual, que, en general, con-
sidera la cultura como algo “fluido, 
puesto en cuestión, y conectado con 
las relaciones de poder,”19 el Derecho 
Internacional de los Derechos Hu-
manos actual reconoce ya que “las 
prácticas [culturales] reales sobre el 
terreno suelen ser más variadas de lo 
que sugieren las versiones formaliza-
das que se proyectan tanto en el dis-
curso como en el derecho.”20 Se deja 
atrás una etapa en la que no era in-
frecuente la invocación o aceptación 
por parte ONGs, abogados y órganos 
de derechos humanos de visiones ex-
tremistas del propio universalismo, 
que entendían la cultura de forma 
esencialista, obviando que se trata de 
un fenómeno complejo. Como señaló 
la Declaración de México sobre Políti-

cas Culturales de 198221, emanada de 
una conferencia mundial propiciada 
por la propia UNESCO, “lo univer-
sal no puede postularse en abstracto 
por ninguna cultura en particular, 
surge de la experiencia de todos los 
pueblos del mundo, cada uno de los 
cuales afirma su identidad. Identi-
dad cultural y diversidad cultural son 
indisociables”. Este texto deja claro, 
también que “la cultura es diálogo, 
intercambio de ideas y experiencias, 
apreciación de otros valores y tradi-
ciones, se agota y muere en el aisla-
miento” (énfasis añadido).

 
Es, precisamente, la Declara-

ción de México sobre Políticas 
Culturales que recoge una de las 
definiciones del término cultura 
más aceptadas, entendida en su 
sentido amplio, en contraposi-
ción a la definición limitada de 
cultura (referida a las bellas ar-
tes y las letras, lo que en algún 
momento se identificó con la 
“alta cultura”)  cuando expresa 
que “en su sentido más amplio, la 
cultura puede considerarse ac-
tualmente como el conjunto de 
los rasgos distintivos, espiritua-
les y materiales, intelectuales y 
afectivos que caracterizan a una 
sociedad o un grupo social. Ella 
engloba, además de las artes y 
las letras, los modos de vida, los 
derechos fundamentales al ser 

LOS DERECHOS CULTURALES - PRIMERA PARTE



27

humano, los sistemas de valores, 
las tradiciones y las creencias”. 
Continúa señalando que “la cul-
tura da al hombre la capacidad 
de reflexionar sobre sí mismo. 
Es ella la que hace de nosotros 
seres específicamente humanos, 
racionales, críticos y éticamente 
comprometidos. A través de ella 
discernimos los valores y efec-
tuamos opciones. A través de 
ella el hombre se expresa, toma 
conciencia de sí mismo, se reco-
noce como un proyecto inacaba-
do, pone en cuestión sus propias 
realizaciones, busca incansable-
mente nuevas significaciones, y 
crea obras que lo trascienden”.  
 
Sin embargo, las reflexiones reali-

zadas en el ámbito de la UNESCO no 
parecen haber sido suficientemente 
aprovechadas hasta bastante más tar-
de por los instrumentos de las Nacio-
nes Unidas encargadas de desarrollar 
el DPVC. La reciente asunción por 
parte del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos de la concep-
ción dinámica de cultura antes men-
cionada, representada de forma muy 
clara por el enfoque de los trabajos 
de la Experta Independiente de las 
Naciones Unidas en el ámbito de los 
derechos culturales,  facilita enorme-
mente el desarrollo de los derechos 
culturales, y, en concreto del DPVC,  
reconocido ya por la propia DUDH, 

cuyo artículo 27 establece que “toda 
persona tiene derecho a tomar parte 
libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a gozar de las artes y a 
participar en el progreso científico y 
en los beneficios que de él resulten.”

2. El Pacto Internacional 
de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales

La Declaración Universal de Derechos 
Humanos, contenía, inicialmente, un 
catálogo de derechos humanos com-
pleto, incluyendo tanto los derechos 
civiles y políticos como los derechos 
económicos, sociales y culturales, 
pero no pudo ser traducida en un 
único tratado universal de derechos 
humanos. La pugna ideológica de 
la Guerra Fría hizo que los Estados, 
situados en uno u otro de los dos 
bloques ideológicos existentes, abra-
zasen, bien los derechos civiles y polí-
ticos, bien los derechos, económicos 
sociales y culturales (DESC), con ex-
clusión del otro grupo de derechos. Es 
así que en 1966 se firman dos pactos 
diferentes: El Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y el Pacto 
Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (PIDESC).

Esta distinción, fundamental-
mente ideológica, ha querido ser vis-
ta por parte de la doctrina como algo 
consustancial a la naturaleza misma 
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de los derechos. Así, se ha defendido 
que los derechos civiles y políticos 
son, exclusivamente, derechos-liber-
tad, que requieren “simplemente” por 
parte del Estado su abstención o no 
interferencia en su ejercicio. Además, 
sus violaciones podrían ser indivi-
dualmente constatadas en sede judi-
cial. Por el contrario, los DESC serían 
derechos de prestación, porque, a di-
ferencia de los anteriores, requerirían 
una acción por parte del Estado, que 
llevaría además asociada un compro-
miso en gasto público. No gozarían de 
recurso judicial. Las posiciones más 
extremas sostienen incluso que las 
pretensiones amparadas en los DESC 
no debieran ni siquiera plasmarse 
a través del sistema de los derechos 
subjetivos, ya que, al depender su sa-
tisfacción de los recursos económi-
cos del Estado, no tendría sentido la 
asunción por parte de éste de com-
promisos, que, en algunos casos, no 
está en condiciones de satisfacer. 

La doctrina ha ido poco a poco 
evolucionando, y, a pesar de que to-
davía existen posiciones que defien-
den una separación absoluta entre 
ambas categorías de derechos en base 
a su diferente naturaleza, la realidad 
jurídica nos muestra que tal división 
es obsoleta. Los órganos de Naciones 
Unidas nos dan de hecho, como vere-
mos más adelante, buena prueba de 
ello.  No sólo los derechos económi-
cos, sociales y culturales requieren 

de recursos públicos, sino que la ga-
rantía de los derechos civiles y polí-
ticos también requiere importantes 
inversiones (pensemos en el mante-
nimiento de un sistema judicial efec-
tivo, o en la celebración de comicios 
electorales rigurosos). Como señala 
Patrice Meyer-Bisch la “diversidad de 
obligaciones” (abstención y acción, 
entre otras) por parte del Estado está 
presente en ambas categorías de de-
rechos.22 Una distinción que tiene 
sentido desde un punto de vista his-
tórico (ya que, como es bien sabido, 
el reconocimiento de los derechos 
civiles y políticos precede al de los 
DESC)no es completamente determi-
nante a efectos de la naturaleza de las 
obligaciones derivadas para los Esta-
dos. Además, la Declaración Mundial  
de Viena sobre Derechos Humanos 
(1993) dejó claro que no hay derechos 
humanos más importantes que otros, 
que todos los derechos humanos son 
“universales, indivisibles e interde-
pendientes”, dado que todos ellos son 
pretensiones de dignidad.23

El artículo 15.1. a) reconoce el “de-
recho de toda persona a participar 
en la vida cultural.” Hay que tener en 
cuenta que, por su parte, el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos reconoce también este derecho, 
aunque en una fórmula diferente, en 
su artículo 27. Así, este artículo seña-
la que “en los Estados en que existan 
minorías étnicas, religiosas o lingüís-
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ticas, no se negará a las personas que 
pertenezcan a dichas minorías el de-
recho que les corresponde, en común 
con los demás miembros de su grupo, 
a tener su propia vida cultural, a pro-
fesar y practicar su propia religión y 
a emplear su propio idioma” (énfasis 
añadido).

¿Cuál es, por tanto, la diferencia 
jurídica existente entre ambos enun-
ciados? La primera diferencia se re-
fiere a la limitación de los sujetos del 
derecho reconocido en el artículo 27 
a aquéllas personas que pertenezcan 
a minorías, mientras que el artículo 
15.1.a), para utilizar la expresión del 
profesor Jesús Prieto de Pedro, abar-
ca el DPVC de todos.24 También se ob-
serva que mientras que éste último 
artículo tal y como está establecido 
en el artículo 15.1.a) del PIDESC uti-
liza una fórmula de reconocimiento 
de derechos en positivo, la redacción 
del artículo 27 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos 
está redactada en términos negativos: 
Pareciera que se estableciese una 
obligación estatal de mera absten-
ción. Esta interpretación, sería, sin 
embargo, en la línea de lo indicado 
anteriormente, errónea: Como el pro-
pio Comité de Derechos Humanos 
estableció en su Observación General 
nº 23 relativa al artículo 27, “aunque 
la norma de este artículo esté expre-
sada en términos negativos, de todos 
modos, la disposición reconoce la 

existencia de un derecho y estable-
ce la obligación de no negarlo. Por 
consiguiente, todo Estado parte está 
obligado a asegurar la realización y el 
ejercicio de este derecho y a amparar-
lo contra toda negativa o violación. 
Así, las medidas positivas de protec-
ción adoptadas por conducto ya sea 
de sus autoridades legislativas, ju-
diciales o administrativas, son pro-
cedentes no sólo contra los actos del 
propio Estado parte, sino también 
contra el acto de cualquier persona 
que se encuentre en el Estado parte” 
(énfasis añadido). 

 
Los tratados de derechos hu-

manos de las Naciones Unidas, 
incluido el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y el 
Pacto Internacional de Derechos 
Económicos Sociales y Cultura-
les ven supervisado su cumpli-
miento por comités formados 
por expertos independientes, 
que tienen, entre sus funciones, 
la emisión de las llamadas “ob-
servaciones generales”, esto es, 
la interpretación autorizada de 
cada derecho que reconocen. De 
esta forma, dada la parquedad 
de los términos en que se recono-
cen los mismos en los tratados, 
los Estados pueden, a través de 
la lectura de las observaciones 
generales, despejar dudas acer-
ca del contenido de los derechos 
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y de las obligaciones impuestas 
a los Estados.

Aunque no hay unanimidad 
en cuanto al valor jurídico de 
tales observaciones generales 
en relación con el de los propios 
tratados cuyos derechos aqué-
llas interpretan, lo cierto es que, 
en virtud del principio de buena 
fe, los Estados deberían tender a 
adecuar sus conductas a lo esta-
blecido en las observaciones ge-
nerales.

Desde una perspectiva a la vez 
voluntarista (en favor de una in-
terpretación dinámica -por opo-
sición a estricta-) y pragmática, 
el profesor Ulfstein observa que 
« Los órganos de los tratados de 
derechos humanos de Naciones 
Unidas (…) han sido exitosos en el 
sentido de que han ido amplian-
do sus funciones en relación con 
la adopción de observaciones 
generales sobre la interpreta-
ción de las obligaciones conteni-
das en los tratados…”

Empero, como señala este 
autor, tales órganos “enfrentan 
sin embargo retos, habiendo 
sido criticados en razón de su 
excesivamente expansiva inter-
pretación de las obligaciones 
sustantivas…” 25

Continúa señalando este autor, 
que “es difícil constatar si tales 
órganos siguen o no métodos de 

interpretación que se desvían de 
los que se utilizan en otros ámbi-
tos del Derecho Internacional. La 
expansión de las obligaciones de 
un tratado a través de una inter-
pretación efectiva o dinámica es 
en principio perfectamente legal 
y aconsejable. Pero es una espa-
da de doble filo en cuanto que 
los Estados pueden argumentar 
que los órganos no respetan los 
cánones tradicionales de inter-
pretación, y por tanto que están 
desarrollando un rol normativo 
que va más allá de su mandato”26.

Para Ulfstein,  opiniones en 
este sentido pueden impedir la 
implementación de los tratados 
de derechos humanos, y también 
el apoyo político y financiero por 
parte de los Estados, de ahí la 
importancia de que los órganos 
de derechos humanos sopesen 
la necesidad de una protección 
efectiva a través de la interpreta-
ción, respetando a su vez los mé-
todos generalmente aceptados 
de interpretación de tratados, 
sin olvidar fijarse en lo que los 
Estados pueden estar dispuestos 
a implementar.27  
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3. Antecedentes para el desarro-
llo de los derechos culturales: Los 
esfuerzos del Comité DESC y de la 
UNESCO por abordar este derecho

La Observación General nº 21 sobre el 
Derecho a Participar en la Vida Cul-
tural, elemento básico de este infor-
me, fue emitida en 2009, a pesar que 
el Comité DESC había empezado a 
trabajar en 2001, lo que es una expre-
sión de su dificultad y resistencias.

Con anterioridad, se dieron es-
fuerzos muy importantes por in-
dagar en la naturaleza y contenido 
del derecho, incluyendo qué tipo de 
obligaciones estatales derivarían del 
mismo, así como qué conductas po-
drían violarlo.

Nos vamos a referir aquí a los es-
fuerzos llevados por impulso en gran 
medida del entonces miembro del 
Comité DESC en los años noventa, el 
senegalés Samba Cor Konate, quien 
estuvo muy interesado por el desarro-
llo de los derechos culturales. Tam-
bién vamos a referir los trabajos de la 
UNESCO, que, en cuanto agencia de 
las Naciones Unidas dedicada, entre 
otras cuestiones, a la cultura, realizó 
un trabajo de reflexión importantí-
simo sobre el DPVC, aunque, como 
ya apuntamos, la falta de un mayor 
trabajo conjunto entre dicha orga-
nización y los órganos de Naciones 
Unidas ha hecho que no todos los 
esfuerzos realizados de forma inde-

pendiente por ambas organizaciones 
pudiesen ser aprovechados de mane-
ra más eficaz. Parece, sin embargo, 
que en la actualidad ambas organiza-
ciones están empezando a desarrollar 
importantes sinergias en el ámbito 
del DPVC.28

Respecto a la primera cuestión, 
los desarrollos en el seno del Comité 
DESC impulsados por Samba Cor Ko-
nate,29 es importante mencionar una 
sesión de trabajo sobre el DPVC en el 
año 1993 que dio lugar a un debate 
muy interesante, tras el cual el Presi-
dente del Comité y sus miembros le 
pidieron elaborar recomendaciones 
sobre las obligaciones de los Estados 
en relación con el DPVC sobre la base 
de los comentarios hechos por los 
miembros del Comité respecto al ar-
tículo 15. El fallecimiento de Samba 
Cor Konate, el miembro del Comité 
que más interés tenía en los derechos 
culturales, hizo que la empresa que-
dase aparcada hasta principios del 
nuevo milenio. Él había preparado un 
documento muy completo, que reco-
nocía a la cultura como fenómeno en 
la base de la dignidad humana, y la 
necesidad de los derechos colectivos, 
así como de involucrar a los indivi-
duos en el diseño de las políticas pú-
blicas que afecten a sus derechos. En 
la reunión intervinieron también re-
presentantes de la UNESCO, que, en 
la línea de lo que ya hemos señalado, 
insistieron en el concepto amplio de 
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cultura que la Organización mane-
jaba ya, que iba más allá de la visión 
“materialista” de la cultura, para in-
cluir los modos de vida. Igualmente, 
en aquélla reunión se hizo hincapié 
en algo que actualmente también pa-
decemos: los derechos culturales son 
los primeros que resultan sacrifica-
dos en tiempos de crisis económica. 
Se llamó también la atención sobre 
los peligros de la homogeneización 
cultural, producto de la desigual co-
rrelación de fuerzas del mercado, así 
como sobre la necesidad de establecer 
medidas de protección para que las 
expresiones culturales que no tienen 
capacidad económica para competir 
en el mercado puedan sobrevivir. 

Por su parte, la UNESCO, desde su 
fundación en 1946, realizó importan-
tes trabajos que son muy relevantes 
como antecedentes para el desarrollo 
del DPVC, objeto de este informe, y 
plasmado, principalmente a través de 
la OG nº 21 del Comité DESC y de los 
trabajos de la Experta Independiente 
sobre Derechos Culturales.  Vamos a 
señalar aquí, de forma sucinta, algu-
nos de sus trabajos más relevantes. En 
primer lugar, destaca un “documento 
básico titulado  “Estudio sobre el de-
recho a participar en la vida cultural” 
que la UNESCO elaboró ya en 1952 y 
que tenía por objeto sentar las bases 
para la discusión en una reunión de 
expertos, “para analizar los conteni-
dos filosóficos y legales y los principa-

les medios para la aplicación práctica 
del derecho, establecido en el artículo 
27.1 de la DUDH”, que como ya hemos 
visto reconoce que “toda persona tie-
ne derecho a tomar parte libremente 
en la vida cultural de la comunidad, 
a gozar de las artes y a participar en 
el progreso científico y en los benefi-
cios que de él resulten.” El documen-
to, igual que lo hará la OG nº 21 a la 
que nos referiremos en el siguiente 
epígrafe, se va a referir principalmen-
te a cuestiones generales del DPVC, 
dejando al margen cuestiones que re-
quieren una metodología particular, 
como las que involucran la aplicación 
práctica de los avances científicos. 
Este estudio tenía por objeto con-
tribuir a lo que sería el paso de una 
DUDH a un Tratado Internacional 
de Derechos Humanos, que, como ya 
hemos apuntado, no pudo ver la luz 
en un único instrumento internacio-
nal. El estudio planteaba cuestiones 
altamente relevantes, y permite ade-
más observar cómo el concepto de 
cultura ha ido evolucionando desde 
entonces, así como lo ha hecho el rol 
de ésta en el propio desarrollo hu-
mano.  Así, el propio estudio, repleto 
de preguntas más que de respuestas, 
como no podía ser de otra manera en 
los inicios de la construcción inter-
nacional de este derecho, se plantea 
que “dado que el DPVC tiene que ver 
con las aspiraciones humanas más 
elevadas,  y dado que el hombre, en 
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tanto que ser físico, puede sobrevivir 
sin ejercerlo, parece adecuado que el 
alcance de aplicación de este derecho 
pueda variar significativamente de 
acuerdo con los entornos sociales y 
culturales que prevalecen en las dis-
tintas sociedades.”30 Esta asunción 
de que el ser humano puede vivir sin 
ejercer el DPVC, resulta, vista con los 
ojos de los nuevos desarrollos en el 
ámbito de los derechos culturales, 
problemática, sino errónea, y desco-
noce además el  rol fundamental de 
la cultura en el desarrollo humano, 
cuestión que estaba todavía sin cons-
tatar y trabajar, tanto dentro como 
fuera de la UNESCO.31 En el docu-
mento figuran también las dudas, ya 
referidas aquí, respecto a la idonei-
dad de que cuestiones como la salud, 
la educación, las demandas de justi-
cia social, o la cultura, sean tratadas 
a través de la categoría de derechos 
humanos, dado que muchos  Estados 
no pueden hacer frente a los costes 
económicos que los DESC conlleva-
rían32, cuestión que, como veremos 
en un momento, ya quedaría clarifi-
cada más tarde en el ámbito del De-
recho Internacional de los Derechos 
Humanos. Dos décadas después en 
la colección “Estudios y Documentos 
sobre Políticas Culturales” se publi-
caron las aportaciones presentadas 
por expertos y los resultados de un 
evento que buscaba analizar el DPVC 
20 años después de la aprobación 

de la DUDH.  En el documento final 
publicado, titulado “Derechos Cultu-
rales como Derechos Humanos” se 
incluyen junto a las aportaciones de 
los expertos un documento elabora-
do por la secretaría de la UNESCO 
que plantea las cuestiones en boga 
en la época: ¿es la cultura de masas 
algo positivo o negativo en términos 
de participación cultural?, ¿se opo-
ne ésta a la “alta cultura”?, ¿qué im-
plican los derechos culturales de los 
grupos?, ¿son una amenaza a la inte-
gridad del Estado?, ¿qué obligaciones 
implican los derechos culturales para 
los Estados?, ¿qué límites pueden im-
ponerse al ejercicio de los derechos 
culturales?, ¿cómo afectan a su ejer-
cicio los medios de comunicación de 
masas y las políticas educativas?33 La 
publicación incluye al final un docu-
mento de posicionamiento sobre los 
derechos culturales como derechos 
humanos. Ya en este documento se 
pueden observar avances respecto al 
que anteriormente referimos Así, en 
relación con el valor de la cultura este 
documento deja claro que “la princi-
pal tarea de la vida es vivir, y una de 
las principales funciones de la cul-
tura es hacer posible que las perso-
nas mantengan y perpetúen la vida. 
Por tanto, declaramos que todas las 
personas deben tener igual acceso a 
aquéllos instrumentos que hacen po-
sible la perpetuación física de la vida 
como una precondición necesaria 
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para todos los demás disfrutes de la 
vida incluyendo los valores materia-
les y espirituales y los productos de 
la creatividad. La precondición más 
importante para la vida es la paz.  
Una de las principales funciones de 
la interacción cultural es erradicar 
las guerras de la vida de las socieda-
des” (traducción propia).34 Otros avan-
ces importantes desarrollados por la 
UNESCO se concretan en importan-
tes Recomendaciones, entre las cuales 
debemos resaltar aquí dos de ellas: La 
primera relativa a la participación y a 
la contribución de las Masas Popula-
res en la Vida Cultural de 1976,35 y la 
segunda, relativa a la  Condición So-
cial del Artista de 1980. De ambas se 
desprende una clara separación entre 
la participación pasiva (en la que se 
centra fundamentalmente la primera 
Recomendación) y la participación 
activa, a la que se refiere la segunda; 
una distinción que, como veremos, ya 
no es tan clara en las formas de parti-
cipación y creación cultural contem-
poráneas.36 Sorprende hoy el término 
“masas populares” en el título de la 
primera Recomendación referida.37

4.  Avances para los derechos 
culturales: La consolidación de 

su desarrollo a través de la 
aprobación en 2009 de la 

Observación General sobre 
el DPVC 

Todos los avances que venimos descri-
biendo se producían de forma lenta y 
se enfrentaban a múltiples dificulta-
des, incluidas las conceptuales, dado 
lo problemático que resulta definir el 
término “cultura.” 

Sin embargo, estamos ahora en 
un momento oportuno para el de-
sarrollo del DPVC, pues varios de los 
problemas a los que se enfrentaba 
han sido despejados.

Así, y como ya hemos visto, el De-
recho Internacional de los Derechos 
Humanos ha desechado ya el concep-
to esencialista de cultura, y aboga por 
un concepto dinámico de la misma, 
donde las diferentes expresiones cul-
turales son capaces de interaccio-
nar entre ellas y generar expresiones 
comunes. Deja claro, en todo caso, 
como no puede ser de otra forma, 
que no se puede invocar la diversidad 
cultural para violar derechos huma-
nos universalmente reconocidos.

Otro avance se relaciona con el 
temor por parte de los Estados de 
que el reconocimiento de derechos 
culturales aparejase reivindicacio-
nes de tipo territorial (incluidas de-
mandas de secesión). Actualmente, 

LOS DERECHOS CULTURALES - PRIMERA PARTE



35

resulta claro que los temores de los 
Estados relacionados con los peligros 
para su integridad territorial que pu-
dieran derivarse de las reivindicacio-
nes del DPVC no resultan, en general, 
fundados. Así, en este sentido, y, en 
particular, la tendencia general de 
los pueblos indígenas es reivindicar 
sus derechos culturales a través de las 
demandas de autonomía plasmadas 
mayoritariamente en el derecho al 
consentimiento previo, libre e infor-
mado en los asuntos que les afecten. 

También ha sido relevante el 
paso de la comprensión de la cultu-
ra como algo accesorio a considerarla 
como una dimensión imprescindible 
para el desarrollo sostenible donde 
el reconocimiento del DPVC sirve al 
ejercicio del derecho al desarrollo.

Es en este contexto favorable que 
los avances en los que se centra este 
informe pueden ver la luz en 2009 
con la emisión de la Observación Ge-
neral nº 21 sobre el Derecho a Parti-
cipar en la Vida Cultural emitida por 
el Comité DESC, y en la creación por 
el Consejo de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas del mecanismo 
de Experta Independiente (hoy Rela-
tora Especial) en Derechos Culturales 
que se abordan en la segunda parte 
de este informe. 

5. Situación en España: La 
Constitución republicana y 
la Constitución vigente. Los 

estatutos de autonomía de las 
Comunidades Autónomas

Cuando se proclamó la II República 
“España contaba con una normativa 
de protección del Patrimonio Histó-
rico-artístico amplia y de cierta uti-
lidad y modernidad.”38 Como señala 
García Fernández, “se trataba de un 
ordenamiento completo aunque dis-
perso que había ido conformándose 
poco a poco a lo largo de la segunda 
y tercera década de aquel siglo, si bien 
su punto de partida se remontaba a  
… 1900, año en que se creó el Minis-
terio de Instrucción Pública y Bellas 
Artes y la Dirección General de Bellas 
Artes”39.

Pero fue sin duda la Constitución 
de 9 de diciembre de 1931 y el proce-
so descentralizador que ésta fomen-
tó la que dio un impulso destacable 
que supuso un cambio sustancial en 
el ámbito de lo que podría ser un pre-
ludio del DPVC, persiguiendo su de-
mocratización. Como señala García 
Fernández, a diferencia de los textos 
constitucionales que la precedieron, 
la Constitución de 1931 contenía una 
norma específica sobre el Patrimonio 
Histórico-Artístico, el artículo 45, 
que señalaba que:  “toda la riqueza ar-
tística e históricas del país, sea quien 
fuere su dueño, constituye el tesoro 
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cultural de la Nación, y estará bajo 
la salvaguardia del Estado, que po-
drá prohibir su exportación y enaje-
nación y decretar las expropiaciones 
legales que estimare oportunas para 
su defensa. El Estado organizará un 
registro de la riqueza artística e his-
tórica, asegurará su celosa custodia y 
atenderá a su perfecta conservación.  
El Estado protegerá también los lu-
gares notables por su belleza natural 
o por su reconocido valor artístico o 
histórico”.   

También, y muy importante a los 
efectos de este informe, el artículo 48 
comenzaba señalando que “el servi-
cio de la cultura es atribución esen-
cial del Estado y lo prestará mediante 
instituciones educativas…”.40   

Siguiendo al profesor Prieto de 
Pedro, la figura del Director General 
de Bellas Artes, Ricardo de Orueta, en 
dos momentos diferentes de la II Re-
pública, debe ser puesta en valor. Con-
vivió en la Residencia de Estudiantes 
de Madrid con los más destacados in-
telectuales del momento, siendo tutor 
de varios de ellos por edad, y apoyó 
varios proyectos culturales de enver-
gadura, como las misiones pedagógi-
cas, tan importantes en un contexto 
en el que la brecha social y cultural 
en España era enorme, o la Barraca 
de Lorca41, ejemplos paradigmáticos 
de la importancia que el DPVC tuvo 
en la II República, más allá de los as-
pectos vinculados exclusivamente al 

patrimonio cultural. De Orueta con-
tribuyó notablemente a la redacción 
de los artículos de contenido cultural 
de la Constitución, que, como indica 
Prieto de Pedro “pronto se convirtió, 
por su precisión conceptual y calidad 
jurídica, en el nuevo paradigma del 
constitucionalismo cultural y que se 
irradiaría al mundo entero”.42 Asimis-
mo, la cultura fue “incorporada como 
un nuevo ámbito explícito de los dere-
chos fundamentales”.43  

De Orueta también fue el creador 
de la Ley relativa al Patrimonio Artís-
tico Nacional de 13 de mayo de 1933, 
vigente en España hasta la actual Ley 
de 1985, que reconocía derechos tan 
importantes como la acción popu-
lar para la incoación de expedientes 
de declaración,44 que bien puede ser 
considerado una manifestación clara 
del DPVC.

----*---- 
Nuestra Constitución actual de 

1978 establece en su artículo 44.1 
que “los poderes públicos promove-
rán y tutelarán el acceso a la cultura, 
a la que todos tienen derecho”. Este 
artículo se encuentra ubicado en el 
capítulo tercero (“de los principios 
rectores de la política social y econó-
mica”) del título I (“de los derechos y 
deberes fundamentales”). El derecho 
de acceso a la cultura es, por tanto, 
un derecho fundamental, al igual que 
lo son los derechos referidos en el ca-
pítulo II de dicho título (“derechos y 
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libertades”). Sin embargo, no goza de 
las garantías de estos últimos: reserva 
de ley (la prohibición de que su regu-
lación se realice por el Gobierno por 
vía reglamentaria) y –para aquéllos 
comprendidos en la sección I del ca-
pítulo II (libertad religiosa, derecho 
al honor, derecho a la intimidad, etc.) 
– recurso judicial, incluido el amparo 
constitucional en caso de violación 
del derecho en cuestión.

Sin embargo, los derechos refe-
ridos en el capítulo III, como el de-
recho a la protección de la salud, y 
también, el derecho de acceso a la 
cultura, “informarán la legislación 
positiva, la práctica judicial y la ac-
tuación de los poderes públicos”.  
Nuestra Constitución añade que 
“sólo podrán ser alegados ante la ju-
risdicción ordinaria de acuerdo con 
lo que dispongan las leyes que los 
desarrollen” (Artículo 53.3).

Además, hay que recordar, como 
nos indica el profesor Prieto de Pe-
dro, en su imprescindible libro “Cul-
tura, Culturas y Constitución”, que el 
derecho de acceso a la cultura con-
lleva la obligación por parte del Esta-
do de crear las condiciones para que 
los individuos puedan “participar 
realmente en la “vida cultural” que 
demanda el artículo 9.2 de la Cons-
titución” (señala éste que “correspon-
de a los poderes públicos ... facilitar 
la participación de todos los ciudada-
nos en la vida …cultural …”).45 

Ahora bien, este precepto es bas-
tante general. ¿De qué maneras se 
puede especificar la obligación esta-
tal en cuestión?, ¿cómo se pueden 
concretar esas condiciones de par-
ticipación en la vida cultural? Dar 
respuesta a este tipo de cuestiones es 
fundamental, ya que a mayor concre-
ción del contenido y de las obligacio-
nes derivadas del derecho de acceso a 
la cultura y/o de participación en la 
vida cultural, mayores serán las posi-
bilidades de reducir el grado de dis-
crecionalidad de la Administración 
en el diseño y desarrollo de las po-
líticas públicas que afecten a dichos 
derechos. Tal concreción podría lle-
varse a cabo a través de la regulación 
legal de los mismos. Como veremos 
más adelante en este informe, los 
desarrollos realizados por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (DESC) de las Naciones 
Unidas en su  Observación General 
(OG) sobre el derecho a participar en 
la vida cultural, derecho reconocido 
en el artículo 15.1.a) del Pacto Inter-
nacional de DESC, pueden resultar 
muy útiles en tal sentido. Ciertamen-
te, una ley de acceso a la cultura no es 
una garantía inmediata de la mejora 
en el acceso a la cultura. Sin embargo, 
resulta claro que contribuiría a la vi-
sibilidad del acceso a la cultura como 
un derecho fundamental. Actual-
mente, como señala Severiano Fer-
nández Ramos “no existe en España 
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leyes estatales generales en materia de 
cultura. La norma más general, que 
se suele utilizar de referencia, es la 
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patri-
monio Histórico Español (LPHE).”46 

A ésta cabría añadir ahora la nueva 
Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la 
salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial.47 A estas podríamos aña-
dir la  Ley 10/2007, de 22 junio, de la 
lectura, del libro y de las bibliotecas, 
y la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, 
del Cine48. Así, no hay una ley general 
sobre DPVC, aunque la ley del 85 y la 
nueva ley de patrimonio inmaterial 
contiene elementos relevantes que 
inciden en la participación.

Respecto a la regulación auto-
nómica y al reparto competencial 
en materia cultural, hay que señalar 
que el sistema español no es senci-
llo, pues tiene características propias 
que lo diferencian de los regímenes 
federales y regionales.49 La compe-
tencia de las Comunidades Autóno-
mas queda delimitada en el artículo 
148.1.17 de la Constitución, en virtud 
del cual pueden asumir en sus es-
tatutos, competencias sobre “patri-
monio monumental de interés de la 
Comunidad Autonómica”, mientras 
que la “defensa del patrimonio cultu-
ral, artístico y monumental español 
contra la exportación y la expoliación 
es competencia del Estado (artículo 
149.1.28). Además el artículo 148.15 
atribuye a las Comunidades Autóno-

mas, de acuerdo con sus Estatutos, la 
competencia sobre “museos, biblio-
tecas y conservatorios de música de 
interés para la Comunidad Autóno-
ma, mientras que el artículo 148.1.28 
señala que es de competencia estatal 
“los museos, bibliotecas, y archivos de 
titularidad estatal, sin perjuicio de su 
gestión por parte de la Comunidades 
Autónomas”50. 

La lógica de este complejo entra-
mado competencial, siguiendo al pro-
fesor Prieto de Pedro, de “dualismo” 
“o paralelismo competencial”,  reside 
en “la concepción de la cultura como 
un conjunto de valores expresión de 
comunidades humanas enraizadas 
en el territorio”51. 

Hay que señalar, además que el 
artículo 148.1.17 se refiere al “fomen-
to de la cultura” como competencia 
de las Comunidades Autónomas, 
pero atribuye nuestra Constitución 
al Estado una competencia pareja: 
“sin perjuicio de las competencias 
que podrán asumir las Comunidades 
Autónomas, el Estado considerará el 
servicio de la cultura como deber y 
atribución esencial”.52  

En virtud de estas disposiciones 
y de los sucesivos Estatutos de Au-
tonomía que se han ido aprobando 
las Comunidades Autónomas han 
ido aprobando sus respectivas leyes 
de patrimonio. Sin embargo, con la 
excepción de la reciente Ley foral de 
Navarra 1/2019 sobre Derechos Cul-
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turales de 15 de enero53, no se han 
aprobado leyes autonómicas sobre la 
cuestión más general de la participa-
ción cultural, al igual que ocurre a 
nivel estatal.

Continúa un cierto “abandono” 
de las funciones y competencias de 
las ciudades y la administración lo-
cal en el campo de la cultura que no 
tiene el reconocimiento que le co-
rresponde por el papel que desarrolla 
como gran aporte de gasto público en 
cultura (más del 60%).
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SEGUNDA PARTE

1. La Observación General nº 21 
sobre el derecho a participar en 
la vida cultural del Comité de 

Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales 

1.1 Una cuestión preliminar: la 
naturaleza jurídica de las obliga-
ciones que conlleva el DPVC (o ¿La 
falta de recursos económicos con-

lleva de por sí su violación?)

Los derechos civiles y políticos im-
plican “obligaciones inmediatas” en 
el Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos. Por el contrario, 
los derechos económicos, sociales y 
culturales -éstos últimos objetos de 
este informe-, implican “obligacio-
nes progresivas, tal y como deja claro 
el artículo 2.1 del PIDESC. 

Artículo 2.1 del PIDESC
“Cada uno de los Estados 

Partes en el presente Pacto se 
compromete a adoptar medi-
das, tanto por separado como 
mediante la asistencia y la 
cooperación internacionales, 
especialmente económicas y téc-
nicas, hasta el máximo de los 
recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por to-
dos los medios apropiados, in-
clusive en particular la adopción 
de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí 
reconocidos.” (Énfasis añadido).

Como señala Gómez Isa, la natu-
raleza progresiva de las obligaciones 
estatales que derivan de los DESC ha 
originado ciertos problemas en la 
interpretación del alcance de tales 
derechos.54 Por ello, el Comité DESC, 
a través de una de sus Observacio-
nes Generales, se ha encargado de 
dejar bien claro que los DESC impli-
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can obligaciones cuyo cumplimien-
to puede ser objeto de verificación 
con independencia de los recursos 
económicos de que dispongan los 
Estados. El Comité DESC se creó en 
el año 1985, y sólo seis años después 
emitió una Observación General (la 
nº 3) sobre “la índole de las obligacio-
nes de los Estados Partes”, otorgando 
a éstos su interpretación autorizada 
del artículo 2.1 del PIDESC.

Aunque el Pacto contempla 
una realización paulatina y tiene en 
cuenta las restricciones derivadas 
de la limitación de los recursos con 
que se cuenta, también impone va-
rias obligaciones con efecto inme-
diato (párrafo 1). Así, en su párrafo 
2, se señala entre esas obligaciones 
la consistente en “adoptar medi-
das”, compromiso que en sí mismo 
no queda condicionado ni limitado 
por ninguna otra consideración.  Se 
indica que “el significado cabal de 
la oración puede medirse también 
observando algunas de las versio-
nes dadas en los diferentes idiomas.  
En inglés el compromiso es “to take 
steps”, en francés es “s’engage à agir” 
(“actuar”) y en español es “adoptar 
medidas”.  Así pues, si bien la ple-
na realización de los derechos per-
tinentes puede lograrse de manera 
paulatina, las medidas tendentes a 
lograr este objetivo deben adoptarse 
dentro de un plazo razonablemen-
te breve tras la entrada en vigor del 

Pacto para los Estados interesados.  
Tales medidas deben ser deliberadas, 
concretas y orientadas lo más clara-
mente posible hacia la satisfacción 
de las obligaciones reconocidas en el 
Pacto”.

Además, la OG nº 3, deja claro en 
su párrafo 9 que “la principal obliga-
ción en lo que atañe a resultados que 
se refleja en el párrafo 1 del artículo 2 
es la de adoptar medidas “para lograr 
progresivamente... la plena efectivi-
dad de los derechos reconocidos [en 
el Pacto]”.  Continúa indicando que 
“la expresión “progresiva efectividad” 
se usa con frecuencia para describir 
la intención de esta frase. El concep-
to de progresiva efectividad constitu-
ye un reconocimiento del hecho de 
que la plena efectividad de todos los 
derechos económicos, sociales y cul-
turales en general no podrá lograrse 
en un breve período de tiempo.  En 
este sentido, la obligación difiere de 
manera importante de la que figura 
en el artículo 2 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos e 
incorpora una obligación inmediata 
de respetar y garantizar todos los de-
rechos pertinentes.  Además, todas 
las medidas de carácter deliberada-
mente retroactivo en este aspecto 
requerirán la consideración más cui-
dadosa y deberán justificarse plena-
mente por referencia a la totalidad 
de los derechos previstos en el Pacto 
y en el contexto del aprovechamien-
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to pleno del máximo de los recursos 
de que se disponga.” Esto nos lleva 
a lo que Gómez Isa calificó de “ele-
mento esencial” a la hora de califi-
car como compatibles con el Pacto 
medidas regresivas: las prioridades. 
Así, incluso en época de crisis, los 
recortes que los Estados hagan de-
ben probar explícitamente que son 
la única medida posible a disponibi-
lidad de los Estados y la que menos 
afecta el derecho en cuestión y los 
demás derechos humanos. En todo 
caso, hay un contenido “esencial” de 
cada derecho humano que no puede 
ser afectado en ningún caso.55  

Así, se plantea la pregunta de si 
la forma en que se han llevado a cabo 
las medidas de austeridad en Euro-
pa, España incluida, son respetuosas 
con el PIDESC56. Se podría abordar 
así desde esta perspectiva la subida 
del IVA cultural, por ejemplo. Tam-
bién, en este sentido adquiere impor-
tancia el planteamiento de concretar 
unos “servicios culturales mínimos” 
(Martinell, 2017)57 que articulen la 
garantía de los derechos culturales 
y la libertad cultural de elección de 
las necesidades culturales en un sen-
tido más amplio del simple acceso a 
la cultura.  Este nivel de concreción 
por parte del Estado nos permitiría 
disponer de una información de la 
forma posible de garantizar este de-
recho y establecer un sistema de se-

guimiento y control, que aparte de 
las características propias de nuestro 
país podría incorporar los aportes de 
“The Indicator Framework of Cultu-
re and Democracy (Council of Euro-
pe, 2016) donde se establecen unos 
indicadores sobre nuevos valores de 
las políticas culturales más allá de 
las estadísticas al uso. De esta forma, 
se dispondría de datos que permiti-
rían una observación más concreta 
de la práctica de algunos aspectos de 
los derechos culturales a la vez que 
establecer mecanismos de compara-
ción con otros países. 

1.2. Explicación sistemática de la 
OG nº 21 sobre el artículo 15 del 
Pacto Internacional de DESC 

a) La preferencia del término 
vida cultural respecto al término 
“cultura”:

La OG explican en qué consis-
te el DPVC: así, especifica que “una 
persona puede ejercer los derechos 
culturales: a) individualmente; b) 
en asociación con otras; o c) den-
tro de una comunidad o un grupo” 
(parr. 9), dando cabida a una visión 
colectiva del derecho en cuestión, 
cuya aceptación no ha sido siempre 
pacífica. Interesa también destacar 
el carácter dinámico de la noción 
de “vida cultural”, escapando así a 
visiones esencialistas de la cultu-
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ra, pues tal y como señala su párra-
fo 11: “La expresión “vida cultural” 
hace referencia explícita al carácter 
de la cultura como un proceso vi-
tal, histórico, dinámico y evolutivo, 
que tiene un pasado, un presente y 
un futuro.” Se prefiere así el concep-
to de “vida cultural” respecto al de 
“cultura” que, por su amplitud, pue-
de traer además reminiscencias de 
los procesos de manipulación pro-
ducidos en el marco de las políticas 
culturales autoritarias de la primera 
mitad del siglo XX. De acuerdo con 
estas consideraciones, la vida cultu-
ral incorpora el concepto de cultu-
ra que integra las artes y las formas 
sociales adjuntas, es decir, maneja el 
concepto propio de la Declaración 
de MONDIALCULT58 ya menciona-
da, que se refería tanto a las bellas 
artes y a las letras como a los modos 
de vida. Relacionado con esto, la OG 
considera que el concepto de  cul-
tura “no debe entenderse como una 
serie de expresiones aisladas o com-
partimentos estancos, sino como un 
proceso interactivo a través del cual 
los individuos y las comunidades, 
manteniendo sus particularidades y 
su fines, dan expresión  a la cultura 
de la comunidad.”59  

¿Cómo podría traducirse esto en 
las políticas culturales? Sostenemos 
que las políticas pueden interpre-
tar la vida cultural como un primer 
nivel de funcionamiento social de 

una comunidad, sociedad o Estado 
donde el individuo comparte con 
sus semejantes cualquier tipo de 
expresión, fenómeno creativo, me-
moria compartida o formas de vida. 
De esta forma la vida cultural puede 
percibirse como el resultado de una 
interacción entre individuos o gru-
pos sociales para satisfacer sus ne-
cesidades culturales, a las que en un 
momento nos referiremos. Esto, en 
un marco de libertad cultural y auto-
nomía como un primer nivel de de-
sarrollo cultural de una comunidad 
o sociedad. La vida cultural sería la 
representación de la expresión de un 
grupo social, comunidad o sociedad 
que transcurre entre la tradición y la 
memoria colectiva con la actualidad 
y contemporaneidad de un momen-
to determinado y en un contexto 
dado. La vida cultural se manifiesta 
en diferentes formas, acciones, len-
guajes, comportamientos, sistemas 
y ámbitos. Su estructuración social 
va desde las actividades individua-
les y privadas a organizaciones gu-
bernamentales, de la sociedad civil, 
empresas, industrias, sistemas, etc.… 
y se caracteriza por su propia diversi-
dad interna. Se puede considerar la 
vida cultural como lo que acontece 
entre personas, comunidades e inte-
racciones sociales de los procesos de 
convivencia, como un proceso hu-
mano de satisfacer las necesidades 
culturales, expresarse en los diferen-
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tes lenguajes artísticos y la genera-
ción de un sentido de pertenencia y 
de compartir con los otros el patri-
monio en común.

En este sentido las políticas pú-
blicas culturales pueden intervenir 
en la promoción de funcionamien-
tos sociales adecuados que faciliten 
la vida cultural, respetando y pro-
moviendo la participación y su di-
versidad interna. Recordemos que 
desde una perspectiva de derechos 
humanos las “culturas” no tienen 
derechos, son las personas las que 
tienen el derecho a la vida cultural 
que libremente escojan, y en condi-
ciones además que sean compatibles 
con otros derechos humanos.

En definitiva, incidir en la VC y 
fomentar sus funcionamientos y po-
tencialidades puede ser un fin de las 
Políticas Culturales protegiendo la 
libertad cultural y garantizando el 
ejercicio de los derechos en un mar-
co de respeto a la realidad existente 
en un contexto determinado. 

b) Participación cultural y di-
mensiones del DPVC: 

La OG entiende además la “par-
ticipación” en términos amplios: el 
DPVC comprende la participación, el 
acceso y la contribución a la VC (pá-
rrafo 15). Aunque las tres expresiones 
se interrelacionan en la práctica es 
positivo el establecimiento de estas 

tres categorías, pues permitirán en-
cajar distintos supuestos que vayan 
surgiendo en la práctica en ellas, 
dando mayor y más segura cobertura 
legal a los distintos supuestos prác-
ticos, si bien en sentido lato, las tres 
categorías pueden ser consideras 
como “participación”.  De especial 
interés para las políticas públicas 
culturales es el hecho de que la “con-
tribución” incluye la participación 
de los ciudadanos en el diseño de las 
políticas públicas culturales.

Además, la participación cultural 
requiere de una interpretación par-
ticular dentro del concepto político 
general. A veces, en contextos demo-
cráticos únicamente se entiende por 
participación la emisión del voto en 
libertad. Sin embargo, la participa-
ción en la vida púbica va mucho más 
allá, del mismo modo el DPVC tiene 
un contenido amplio según la OG 21, 
y en este sentido, el DPVC, individual 
o colectivamente, requiere que las 
políticas culturales garanticen, entre 
otras las siguientes, dimensiones de 
este derecho:

-	 Actuar libremente en la vida cul-
tural del propio contexto.

-	 Escoger su propia identidad (o 
identidades) y comunidad cultural 
de referencia.
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-	 Ejercer sus prácticas culturales y 
creativas individualmente y colec-
tivamente.

-	 Expresarse en diferentes lenguajes 
expresivos.

-	 Aportar su creatividad y expresivi-
dad artística a la comunidad.

-	 Buscar, desarrollar y compartir 
conocimientos y expresiones cul-
turales con otros.

En otro sentido, se puede enten-
der la participación como acceso a la 
vida cultural que es algo mucho más 
preciso que la consideración genéri-
ca de “acceso a la cultura”.

La participación cultural impli-
ca conocer y comprender la propia 
cultura y la de otros por medio de la 
educación, la información y los pro-
cesos comunicativos como canales 
para ampliar las esferas del conoci-
miento. La participación es un espa-
cio idóneo para la generación de las 
capacidades culturales por medio del 
uso de bienes y servicios culturales. 
Beneficiarse del patrimonio cultural 
y de las creaciones y expresiones de 
otros individuos y comunidades.

La participación también se en-
tiende de forma proactiva por par-
te de las personas contribuyendo a 

la creación de las manifestaciones 
culturales y contribuyendo al desa-
rrollo de su comunidad cultural de 
referencia con especial atención a 
la aplicación de políticas que inci-
dan en sus derechos culturales. Se 
abandona así claramente la visión 
que mantenían algunos de los ante-
cedentes examinados en la primera 
parte de este informe, que conside-
raban al ciudadano únicamente des-
de una posición “pasiva” respecto al 
acceso la cultura. Sin valorar lo que 
podríamos denominar vida cultural 
“privada o individual” a considerar 
por el impacto que ha provocado el 
hecho de confinamiento de la crisis 
del Covid19.

c) Elementos del DPVC

Para especificar todavía más el 
contenido del DPVC (y así reducir el 
margen de discrecionalidad de los 
poderes públicos en su implemen-
tación) la OG establece en su párra-
fo 16 cinco elementos del derecho, 
que pueden funcionar como crite-
rios para determinar si una política 
pública es compatible o no con el 
mismo. Así, se refiere a la “dispo-
nibilidad” (por ejemplo de bienes y 
servicios culturales diversificados y 
que puedan permitir la interacción 
intercultural), la “adaptabilidad” 
(que va más allá del anterior requi-
sito al exigir, por ejemplo, que esos 
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bienes estén al alcance financiero de 
todos), la “aceptabilidad” (que exige 
consultas para que las políticas que 
implementen el DPVC sean acepta-
bles para sus destinarios), la “adapta-
bilidad” (a las distintas comunidades 
culturales diferenciadas, por ejem-
plo)60, y, finalmente, la “idoneidad” 
(en relación con los distintos contex-
tos particulares)61. 

d) Limitaciones

Muy importante también es el 
apartado de la OG referido a las limi-
taciones al DPVC, muy relacionado 
con el debate en torno al universa-
lismo y al relativismo cultural antes 
planteado. Destaca el hecho de que, 
si bien, como no podía ser de otra 
manera, el párrafo 18 deja claro que 
“ nadie puede invocar la diversidad 
cultural para vulnerar los derechos 
humanos garantizados por el dere-
cho internacional ni para limitar su 
alcance”, el párrafo siguiente indica 
que las eventuales “limitaciones [que 
se puedan establecer] deben perse-
guir un fin legítimo, ser compatibles 
con la naturaleza de ese derecho y 
ser estrictamente necesarias para la 
promoción del bienestar general de 
una sociedad democrática… En con-
secuencia, las limitaciones deben ser 
proporcionadas, lo que significa que 
se debe adoptar la medida menos res-
trictiva cuando haya varios tipos de 

limitaciones que puedan imponer-
se”. Esto nos parece esencialmente 
relevante, dado el clima de xenofobia 
que está avanzando en toda Europa, 
y las consecuentes limitaciones in-
justificadas al DPVC que este clima 
amenaza con potenciar. 

e) Grupos vulnerables

De acuerdo con la OG 21 es im-
portante tener en cuenta a las per-
sonas y comunidades que requieren 
una protección especial, donde ade-
más de los esfuerzos generales se 
han de tomar en consideración los 
contextos particulares de estos gru-
pos especialmente vulnerables. De 
acuerdo con la realidad de cada con-
texto.

En este sentido la Observación 
establece ocho grupos que pueden 
ser analizados e interpretados en 
clave local: la infancia, las mujeres, 
las personas mayores, personas con 
discapacidad, minorías, migrantes, 
indígenas y personas que viven en la 
pobreza. En realidad, este listado no 
es limitado, ya que en aplicación de 
los “elementos” que la OG refiere y 
que acabamos de comentar, según el 
contexto particular en un momen-
to dado, otros colectivos podrían 
añadirse.  Así, de acuerdo con cada 
entorno, podrían considerarse, por 
ejemplo, los desempleados, las per-
sonas que viven en zonas rurales o 
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periferias urbanas para establecer 
criterios de carácter compensatorio 
que permitan garantizar la igualdad 
de oportunidades en la vida cultural 
y la recuperación de situaciones de 
fraccionamiento social o cultural. 

2. El trabajo de la Relatora 
Especial en la esfera de los 

Derechos Culturales.

Junto con la OG del Comité DESC, 
hay otra iniciativa en el foro de las 
Naciones Unidas de especial interés. 
El nombramiento por la Asamblea 
General en 2009 de una Experta In-
dependiente en Derechos Culturales, 
puesto que hasta el año 2015 desem-
peñó con importantes frutos la pa-
kistaní Farida Shaheed, a quien ha 
seguido, también de forma muy exi-
tosa, la argelina Karima Bennoune.62  

Las funciones de la Relatora son, 
entre otras,  “identificar las mejores 
prácticas en la promoción y protec-
ción de los derechos culturales a 
nivel local, nacional, regional e inter-
nacional”, “identificar los obstáculos 
que pueden existir para la promo-
ción y protección de los derechos 
culturales y presentar propuestas 
y/o recomendaciones al Consejo de 
Derechos Humanos sobre posibles 
medidas que puedan adoptarse al 
respecto”, “trabajar, en colaboración 
con los Estados, para fomentar la 

adopción de medidas de promoción 
y protección de los derechos cultura-
les… mediante propuestas concretas 
destinadas a intensificar la coopera-
ción … e internacional a este respec-
to.”. 63  De especial interés resultan 
sus informes temáticos sobre algún 
derecho cultural en cuestión o so-
bre aspectos de los mismos. Todos 
ellos han sido redactados después de 
procesos altamente participativos e 
incluyen a actores específicos de la 
sociedad civil relevantes para cada 
tema tratado. 

Resulta importante incidir en 
lo progresistas en innovadores que 
son tales informes, que no evitan 
tratar cuestiones complejas. Tam-
bién, como el lector puede ya estar 
ya constatando, hay que hacer una 
aclaración llegados a este punto en 
relación con la pregunta que estos 
informes plantean ¿Qué relación tie-
ne el DPVC con los Derechos Cultu-
rales? ¿Es el DPVC uno de los muchos 
Derechos Culturales?, o, ¿de alguna 
manera podríamos decir que son lo 
mismo? Estas preguntas tienen dife-
rente respuesta según consideremos 
que algún derecho, como el derecho 
a la educación, encajan o no en la ca-
tegoría de derechos culturales. Así, 
la Experta, en su primer informe de 
2010 sobre “opiniones preliminares 
sobre el marco conceptual y jurídico 
de su mandato” refiere en su párrafo 
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Informes temáticos de la Relatora de Naciones Unidas sobre Derechos Culturales 64

2010

2011

2012

2013

2016

2019

2020

2014

2015

2017

2018

Informe de la Experta Independiente en el campo de los derechos culturales

El acceso y disfrute del patrimonio cultural

El disfrute del DPVC en igualdad de condiciones para mujeres y hombres

La escritura y enseñanza da la historia

La destrucción intencional del patrimonio cultural

La importancia de los espacios públicos para el ejercicio de los derechos culturales

Los derechos de los defensores de los derechos culturales

Los procesos de memorialización

Las políticas de copyright y el derecho a la ciencia y a la cultura

El impacto del fundamentalismo y el extremismo en el goce de los derechos culturales 

El impacto de la publicidad comercial y las prácticas de marketing en el 
disfrute de los derechos culturales

La política de patentes y el derecho a la 
ciencia y la cultura

El impacto del fundamentalismo y el extremismo en los derechos 
culturales de la mujer

El enfoque de los derechos culturales a la universalidad de los derechos humanos y la 
estrecha relación entre universalidad y diversidad cultural. 

La contribución de las iniciativas culturales y artísticas a la creación y el desarrollo de 
sociedades respetuosas de los derechos
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8 los estudios de distintos autores y 
grupos (como el de Friburgo) que es-
tablecen catálogos de derechos cultu-
rales, entre los que estaría el derecho 
a la educación. Sin embargo, más 
allá de esta cuestión, resulta claro, 
y de especial interés, como señala la 
Experta en el siguiente párrafo de tal 
informe   que “los derechos cultura-
les se relacionan con gran diversidad 
de asuntos, como la expresión y la 
creación, incluso en diversas formas 
materiales y no materiales de arte, la 
información y la comunicación, el 
idioma, la identidad y la pertenen-
cia a comunidades múltiples, diver-
sas y cambiantes, la formulación de 
visiones especificas del mundo y la 
búsqueda de formas específicas de 
vida, la educación y la capacitación, 
el acceso, la contribución a la vida 
cultural y la participación en ella, la 
realización de prácticas culturales 
y el acceso al patrimonio cultural 
tangible e intangible.”65 Y es en ese 
vínculo “de relación” con otros de-
rechos humanos que los derechos 
culturales se muestran de especial 
interés. Porque, muy probablemente, 
puede resultar muy útil abordar des-
de la cultura hándicaps o déficits de 
otras categorías de derechos huma-
nos a los que aluden los asuntos ex-
presados por la Experta en relación 
con las pretensiones de dignidad 
que pretenden amparar los mismos. 
Y es que, a nuestro juicio, en todos 

los informes temáticos de la Experta 
-enormemente estimulantes y útiles- 
se encuentra presente el diálogo, la 
participación la llamada a procesos 
dinámicos de generación de identi-
dades, complementando así otros 
desarrollos realizados por otros me-
canismos de Naciones Unidas en los 
mismos temas. Un ejemplo sería el 
informe relativo a los “procesos de 
memorización” que complementa 
lo establecido por los mecanismos 
de Naciones Unidas en el ámbito de 
los derechos de verdad, justicia y re-
paración, en el que la cultura tiene 
una potencialidad que complemen-
ta lo que se pueda establecer en el 
sentido más estricto de los procesos 
legislativos y judiciales. En este sen-
tido el DPVC (o los derechos cultu-
rales) ofrecería una especie de vis 
expansiva potenciando el conteni-
do de otros derechos humanos y su 
ejercicio. Respecto a las diferencias 
entre este derecho y los derechos 
culturales en general, desde una in-
terpretación muy estricta del Dere-
cho podríamos pensar que son cosas 
diferentes, restringiendo el primero 
a lo estrictamente indicado por la 
OG. Pero sucede que ésta refiere con-
ceptos abiertos, como el propio de 
cultura, y entendemos además que 
la expresión “vida cultural” es difícil-
mente sustraible de la definición de 
otros derechos culturales, como po-
drían ser, por ejemplo, según la De-
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claración de Friburgo, la libertad de 
identificación con una comunidad. 

3. El DPVC y su relación con 
conceptos como liberalismo,

 multiculturalismo, cosmopolitis-
mo, diversidad cultural e intercul-

turalidad: Entre el principio 
de no discriminación y los 

derechos colectivos.

El reconocimiento del DPVC en el 
actual Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos (DIDH) ha plan-
teado desde su inicio (que podemos 
ubicar, como ya señalamos, en el 
proceso de elaboración de la DUDH) 
un interesante (y problemático deba-
te): ¿Incluye este derecho “algo más 
allá” del principio de no discrimina-
ción en el goce del propio derecho 
a la cultura o a participar en la vida 
cultural? El principio/derecho hu-
mano a la no discriminación no sólo 
rige para los derechos culturales o el 
derecho a participar en la vida cultu-
ral, sino para todos los derechos hu-
manos. La no discriminación (como 
derecho) en el ejercicio de los dere-
chos humanos está reconocida por 
el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y por el Pacto In-
ternacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales para todo 
el catálogo de derechos que ambos 
reconocen. Para algunos autores -los 

teóricos del liberalismo igualitario-, 
la garantía de no discriminación en 
el ejercicio del DPVC no exige nin-
gún tipo de derechos “adicionales” 
para las comunidades culturalmente 
minoritarias. Esta corriente defien-
de el principio de “igualdad formal” 
como garantía de todos los derechos 
humanos, incluido el DPVC. Si se 
atienden consideraciones adiciona-
les que puedan derivar en derechos 
“extra” para comunidades particu-
lares, se podría poner en riesgo, se-
gún los teóricos de esta corriente, el 
principio democrático y la igualdad.

En el proceso de redacción del 
artículo 27 de la DUDH, ya mencio-
nado en este informe, que recono-
ce que “toda persona tiene derecho 
a tomar parte libremente en la vida 
cultural de la comunidad” ya se ha-
bía planteado la cuestión de si esa 
vida cultural se refiere a la vida cul-
tural “local” o “nacional” (del Estado) 
o (también) a la vida cultural de las 
comunidades minoritarias. Los tra-
bajos preparatorios muestran que la 
DUDH se refería a la primera cues-
tión. Dado que, como ya se señaló en 
este informe, el concepto de cultura 
se limitaba a lo que se conocía como 
“alta cultura” se trataba de extender 
ese tipo de cultura, de la que sólo go-
zaban las élites, a todos los sectores 
de la población.66 Respecto al artí-
culo 15.1.a) del PIDESC,  en el marco 
del proceso de redacción de éste, la 
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UNESCO presentó un informe preli-
minar que aconsejaba a los Estados 
que animasen el libre desarrollo de 
las minorías raciales y lingüísticas.  
UNESCO nombró un Comité de ex-
pertos que señaló la importancia de 
realizar una distinción entre los di-
ferentes tipos de comunidades a las 
cuales puede pertenecer un indivi-
duo al mismo tiempo, y que pueden 
entrar en contradicción, o por lo me-
nos, diferir de forma considerable, de 
la comunidad “nacional”. La UNES-
CO incluía en sus recomendaciones 
el uso de las palabras “participar en 
la vida cultural de las comunidades 
a las que pertenece”, pero no fue 
seguida esta recomendación en la 
elaboración final del artículo 15.1.a) 
del PIDESC.  La interpretación que 
primó durante casi toda la totalidad 
del siglo xx fue la que entendía que 
la vida cultural a la que se refiere el 
DPVC era la vida cultural de la co-
munidad “nacional”.67  Este tipo de 
enfoque es el que defienden los teó-
ricos del liberalismo igualitario.68 

En el otro extremo se encuen-
tran las políticas comunitaristas, 
que en su sentido más extremo se 
han revelado como contrarias al 
principio de igualdad y no discrimi-
nación. Sostienen que las culturas 
deben ser defendidas y perpetuadas 
a toda costa. Por ello, los derechos 
del grupo en sí deben primar sobre 
los derechos humanos individuales, 

dado que sólo la existencia del grupo 
es capaz de garantizar la perpetua-
ción de las culturas, esenciales para 
dotar de identidad al individuo y no 
ve posible la relación entre distintos 
grupos culturales. En realidad, esta 
concepción extrema sólo es mante-
nida actualmente por grupos funda-
mentalistas y xenófobos.

La cuestión del comunitarismo 
está muy ligada a uno de los pro-
blemas en la implementación de las 
políticas culturales, ya que en este 
terreno las “necesidades culturales” 
son difíciles de identificar, y muchas 
veces se ha tendido a definir y pro-
poner las necesidades culturales de 
la población desde grupos sociales 
determinados o desde posiciones 
académicas o “elitistas” que en algu-
nas situaciones se han podido vivir 
como imposiciones de minorías o 
del Estado. Estas posiciones pueden 
provocar un efecto negativo consis-
tente en “solidificar” identidades, y 
forzar su construcción en un sentido 
que no promueve la vivencia natu-
ral de las identidades y su dinamis-
mo, sino que lo entorpece. Por esta 
razón es importante aceptar esta 
complejidad intrínseca de las políti-
cas culturales como nos recuerda el 
mencionado informe de UNESCO: 

” La libertad cultural garantiza la 
libertad en su totalidad, al proteger 
no sólo los derechos del grupo, sino 
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también los de todos sus miembros. 
Al proteger estos diversos modos 
de vida, la libertad cultural estimu-
la la experimentación, la diversidad, 
la imaginación y la creatividad; nos 
permite satisfacer una de las nece-
sidades más fundamentales, preci-
samente el derecho a definir cuáles 
son estas necesidades fundamenta-
les. Este derecho se encuentra ac-
tualmente amenazado por presiones 
globales y por el desinterés generali-
zado.” 69  

La propia Declaración Universal 
de Diversidad Cultural de la UNES-
CO (2001) se refiere, aun con una ex-
presión diferente, a este principio:” 
La diversidad cultural amplía las po-
sibilidades de elección que se brin-
dan a todos; es una de las fuentes de 
desarrollo”

En medio de ambas posturas, 
comunitarismo y universalimo ex-
tremo- hay una zona de grises de 
especial relevancia. El DIDH ha ido 
evolucionando mostrando también 
diferentes matices. En el fondo, 
esta evolución se relaciona con la 
producida en el concepto de “cul-
tura,” de la que ya se dio cuenta en 
el apartado 1 de este informe.  Así, 
el DIDH va evolucionando en su in-
terpretación del DPVC hasta incluir 
éste el derecho de las personas per-
tenecientes a culturas minoritarias a 
participar en la vida cultural de “su” 

comunidad. Se pasaría así de un de-
recho a “la cultura” a un derecho a 
“su cultura”.70  Se pasa del principio 
de “igualdad formal” al principio de 
“igualdad práctica”, y esta igualdad 
real requiere, por tanto, algo más 
que el derecho de no discriminación 
de las personas por razón de la cul-
tura a la que pertenezcan, ya que la 
garantía de este derecho de no dis-
criminación, en sí mismo, no es sufi-
ciente para garantizar en la práctica 
el principio de igualdad. Es necesa-
rio que se lleven a cabo medidas para 
garantizar la existencia de la cultura 
minoritaria en cuestión, ya que sin 
ella, el DPVC estaría vacío de senti-
do. Las medidas en esta dirección 
se enmarcan en lo que se ha venido 
denominando “multiculturalismo”, 
si bien dentro de este concepto se 
han incluido y atribuido posturas 
diferentes. Así, la crítica al multicul-
turalismo efectuada por los liberales 
señala que el “proyecto multicul-
tural” segrega, rompiendo los lazos 
entre la ciudadanía y el principio de 
igualdad. Pero, como señala O’Nion, 
proyectos multiculturales como el 
de Habermas están lejos de encajar 
en el objeto al que esta crítica liberal 
va dirigida. Así, el proyecto multi-
culturalista habermasiano defiende 
la “aculturación del Estado”, valores 
constitucionales comunes, y la di-
versidad cultural en la vida privada. 
En cualquier caso, el respeto por la 
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diferencia, cuestión aportada por el 
multiculturalismo, parece esencial y 
positivo.71 La necesidad de que la di-
ferencia cultural tenga un valor dig-
no de tener su eco en el DIDH y en 
concreto en el DPVC encontraría su 
reflejo en la evolución interpretativa 
del Comité de Derechos Civiles y Po-
líticos a través de su OG nº 23 inter-
pretando el artículo 27 del PIDESC, 
que, tal y como hemos apuntado ya, 
entiende que el derecho que garan-
tiza puede requerir de medidas de 
acción positiva. 

“Aunque los derechos am-
parados por el artículo 27 sean 
derechos individuales, dichos 
derechos dependen a su vez de la 
capacidad del grupo minorita-
rio para conservar su cultura, su 
idioma o su religión. En conse-
cuencia, puede ser también ne-
cesario que los Estados adopten 
medidas positivas para proteger 
la identidad de una minoría y 
los derechos de sus miembros a 
gozar de su cultura y su idioma 
perfeccionándolos y a practicar 
su religión, en común con los 
otros miembros del grupo. En la 
medida en que [tales medidas] 
estén destinadas a corregir una 
situación que impide o dificulta 
el goce de los derechos garanti-
zados por el artículo 27, dichas 
medidas pueden constituir una 

diferenciación legítima con arre-
glo al Pacto, con tal de que estén 
basadas en criterios razonables 
y objetivos”. (Párrafo 6.2. de la Ob-
servación General nº 23 del Comi-
té de Derechos Humanos).

Por tanto, el Comité de Derechos 
Humanos considera que el derecho 
reconocido en el artículo 27 exige 
algo más que las medidas típicas de 
la no-discriminación (políticas de 
igualdad formal) para que tal reco-
nocimiento tenga efectos reales en 
la vida de las personas pertenecien-
tes a culturas minoritarias. Lo que 
exige, es, en efecto “medidas posi-
tivas” para proteger estas identida-
des, para proteger “la capacidad del 
grupo minoritario para conservar su 
cultura”. También la evolución del 
propio artículo 15.1.a) a través de la 
interpretación hecha por el Comité 
DESC en la OG nº 21, en torno a la 
cual gira este informe, refleja esa ne-
cesidad. Así, deja claro que el DPVC 
incluye el “el derecho de toda perso-
na (sola, o en asociación con otras 
o como una comunidad) a conocer 
y comprender su propia cultura y la 
de otros.” También expresa que “los 
Estados deben respetar el libre acce-
so de las minorías a su cultura, patri-
monio y otras formas de expresión, 
así como el libre ejercicio de su iden-
tidad y sus prácticas culturales.” 72 

Deja claro también que “los Estados 
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partes están obligados a facilitar el 
derecho de toda persona a partici-
par en la vida cultural tomando una 
gran variedad de medidas positivas, 
entre otras, de tipo financiero, que 
contribuyan a la realización de este 
derecho como, por ejemplo: Adop-
tar medidas o establecer programas 
adecuados para el apoyar a las mi-
norías o a otras comunidades, entre 
otras, las comunidades de migran-
tes, “en sus intentos por preservar su 
cultura”. Queda por tanto del todo 
claro que el actual DIDH, a través de 
esta OG, que el DPVC incluye “algo 
más” que el mero derecho a la no 
discriminación: la preservación de la 
cultura como objeto de protección. 
Ello se relaciona con la cuestión del 
reconocimiento de los derechos co-
lectivos. Aunque la OG parece eludir 
tal expresión, prefiriendo la de dere-
chos de los individuos y las “comu-
nidades”, lo cierto es que esta última 
expresión se refiere a un sujeto co-
lectivo. La OG, además, no deja lugar 
a dudas cuando se refiere a los pue-
blos indígenas, de los que predica 
claramente sus derechos colectivos.  
En cualquier caso, la OG huye de 
forma evidente de posiciones comu-
nitaristas, que primen los derechos 
de los grupos sobre los derechos in-
dividuales (tengamos en cuenta el 
párrafo 12 de la OG, ya mencionado). 
La preferencia general de la OG por  
el término comunidad,  mucho más 

cómodo para la soberanía estatal 
que el término “derechos colectivos” 
o “pueblos”  dan prueba de ello.73 

Para demostrar que la OG va más 
allá de la mera no discriminación de 
los defensores de la igualdad liberal 
(y estrictamente formal) ésta afirma 
la necesidad de “tomar medidas ade-
cuadas para corregir las formas es-
tructurales de discriminación, a fin 
de que la representación insuficien-
te de ciertas comunidades en la vida 
pública no menoscabe su derecho a 
participar en la vida cultural.

Cercana a este multiculturalis-
mo abierto y moderado se sitúa la 
alternativa cosmopolita, que consi-
dera múltiples identidades que se so-
breponen. Los liberales igualitarios 
aceptan fácilmente esta corriente, ya 
que en ella los derechos culturales 
pueden quedar satisfechos a través 
del principio de no discriminación. 
Utiliza una visión dinámica del con-
cepto de “cultura”, por lo que no  
plantea el problema del conflicto 
entre culturas y derechos funda-
mentales.74 Sin embargo, esta visión 
ha recibido la crítica de que “la no 
discriminación aplicada en un mar-
co de igualdad formal (sin reconocer 
la estructura desigual) difícilmente 
puede ser garantía suficiente para el 
goce del DPVC por parte de las per-
sonas que pertenecen a culturas mi-
noritarias. 75 
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Pero la Observación General da 
un paso más allá de la visión mul-
ticulturalista abierta situándose en 
el modelo de la diversidad cultural 
que surge de la interculturalidad, 
siguiendo la línea conceptual de la 
Convención de la UNESCO sobre di-
versidad cultural (2005). 

Unas políticas públicas cultura-
les respetuosas de los derechos cul-
turales deberían por tanto basarse 
en unos principios de diversidad 
cultural e interculturalidad. Nuestra 
realidad presenta una alta diversi-
dad cultural fruto de nuestra histo-
ria que en muchos momentos no se 
ha respetado y reconocido suficien-
temente. Por esta razón es impor-
tante, más allá de nuestra situación 
coyuntural, una mayor definición 
y concreción de estos principios en 
las políticas culturales más allá de 
la retórica tradicional. La diversi-
dad cultural requiere de posiciones 
claras y de acciones que se pueden 
definir sobre la base de la Declara-
ción Universal de la UNESCO sobre 
la Diversidad Cultural de 2001 y de 
la mencionada Convención. En este 
sentido las políticas culturales, a di-
ferentes niveles, pueden reconocer 
la diversidad cultural aceptando, 
como recoge esta Declaración, que 
“la cultura adquiere formas diversas 
a través del tiempo y del espacio (…) 
se manifiesta en la originalidad y la 
pluralidad de las identidades que 

caracterizan los grupos y las socie-
dades. (…) que constituyen el patri-
monio común”. Nuestra sociedad 
ha de garantizar “una interacción 
armoniosa y la voluntad de convivir 
de personas y grupos con identida-
des culturales a un tiempo plurales, 
variadas y dinámicas”

Es necesario reconocer, proteger 
y estimular la diversidad cultural en 
base a planes y acciones desde varios 
actores sociales, ya que “el pluralis-
mo cultural constituye la respuesta 
política al hecho de la diversidad 
cultural. Inseparable de un contexto 
democrático, el pluralismo cultural 
es propicio a los intercambios cultu-
rales y al desarrollo de las capacida-
des creadoras que alimentan la vida 
pública”76. 

3. Ventajas de una perspectiva de 
“Seguridad Cultural” 

Si el concepto de “pluralismo cultu-
ral”  traduce en términos jurídico-po-
líticos el concepto de “diversidad 
cultural,” parece adecuado ir un 
paso más allá en la profundización 
de la relación entre la cultura y los 
derechos humanos que se plasma en 
este concepto de “pluralismo cultu-
ral” para ubicar esta relación en el 
concepto de Estado de Derecho78, lo 
que nos lleva a adoptar el concepto 
de “seguridad cultural” en tanto que 
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Relación entre modelos de teorías políticas–culturales y derechos culturales77 

Modelo

Comunitarista
extremo

Modelo basado en el 
DPVC (OG nº  21)

Multiculturalista 
habermasiano

Liberal cosmopolita

Igualitarista liberal 
(formalista)

Visión de la noción de “cultura”

Esencialista

- Dinámica
- posibilidad de generar entre los 

individuos pertenecientes a dis-
tintas comunidades culturales 
elementos culturales compartidos

Dinámica

- Dinámica
- múltiples identidades que se so-

breponen

Dinámica, 
- no relevante para la esfera pública

Características y principios relevan-
tes en la orientación del modelo

Supervivencia de la cultura.

- Igualdad “práctica”, para lo que 
se requiere la protección de las 
culturas

- diversidad cultural
- interculturalidad

- Igualdad “práctica”, para lo que 
se requiere la protección de las 
culturas

- aculturación del Estado, protección 
de la diversidad cultural en la esfe-
ra privada

- respeto por la diferencia

Igualdad formal, Principio de no 
discriminación

Igualdad formal, Principio de no 
discriminación
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Relación entre modelos de teorías políticas–culturales y derechos culturales 

Existencia de dere-
chos colectivos

Sí

Sí

No

No

Ejemplos de obligaciones estatales 
derivadas del DPVC

- Se trataría de medidas para la 
pervivencia de las identidades 
culturales, aunque contengan 
elementos dañinos para las liber-
tades (no existen estas medidas en 
el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos)

- medidas adecuadas para corregir 
las formas estructurales de discri-
minación

- “medidas positivas” para proteger 
las identidades minoritarias, para 
proteger “la capacidad del grupo 
minoritario para conservar su 
cultura”

“Adoptar medidas adecuadas para 
crear las condiciones que per-
mitan una relación intercultural 
constructiva entre personas y 
grupos sobre la base de la com-
prensión, la tolerancia y el respeto 
mutuos”

no reconoce la desigualdad estruc-
tural que condicionan el DPVC

No discriminación en el ejercicio 
del derecho a participar en la vida 
cultural “del Estado” al que se per-
tenece

Relación entre las libertades indi-
viduales y los derechos culturales 

Primarían los derechos culturales 
colectivos

Priman las libertades individuales

Libertades individuales (no hay dere-
chos colectivos)

Libertades individuales (no hay dere-
chos colectivos)
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concepto paralelo al de seguridad ju-
rídica, que permite incidir en la obli-
gación del Estado de protección de 
las libertades culturales. 

Los propios antecedentes de las 
políticas culturales, y sus formas de 
articulación, han creado un marco 
de referencia con un cierto predomi-
nio de posiciones paternalistas por 
parte de los poderes públicos o las 
élites culturales influyentes. La au-
sencia de una verdadera política de 
garantía de los derechos culturales 
ha dejado aspectos importantes de 
la vida cultural sin regulación, com-
promisos o responsabilidades de los 
diferentes niveles gubernamentales, 
desatendiendo y posibilitando acti-
tudes y comportamientos volunta-
riosos poco eficientes.

El Artículo 15. 1.a) es muy explí-
cito: además de “reconocer” sugiere 
las “medidas que los Estados Partes 
deberán adoptar” lo que implica que 
en base al reconocimiento de sus de-
rechos las personas dispongan de un 
marco de seguridad ante posiciones 
arbitrarias por parte de los gobiernos.

La seguridad cultural, como 
principio en las políticas culturales, 
implica que el Estado de derecho ga-
rantiza el ejercicio de la libertad cul-
tural de los individuos o colectivos, 
pero también incluye la protección 
de la creación y de las prácticas cul-
turales en el respeto a los derechos 

fundamentales.
La seguridad cultural ha de evi-

tar situaciones de censura directa o 
indirecta, fomentando el respeto a 
todas las expresiones culturales, la 
circulación de las obras con sistemas 
de protección ante el abuso de po-
der y la no interferencia entre crea-
ción y público. De la misma forma 
la seguridad cultural ha de proteger 
a los colectivos o comunidades más 
vulnerables y grupos minoritarios. 
Potenciando el acceso a una educa-
ción cultural, al patrimonio común 
y particular, así como a la memoria 
colectiva. La seguridad cultural ha 
de situarse en el marco de la segu-
ridad humana y política de la ciuda-
danía con igual de respeto y esfuerzo 
colectivo.

5. Formas de control del Comité 
DESC y su incidencia en España 

Como ya hemos dado cuenta en otro 
lugar79, en el caso de los DESC uno 
de sus problemas es el de una posible 
judicialización.80 A nivel internacio-
nal es muy reconfortante la adop-
ción  del  Protocolo Facultativo del 
Pacto de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales (PF), que entró en 
vigor en mayo de 2013, y que España 
ha ratificado en 2010 y que establece 
un procedimiento de comunicacio-
nes individuales en el caso de que un 
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individuo o grupo considere que ha 
sufrido una violación de sus DESC.

Hasta entonces, el Comité DESC 
podía vigilar el cumplimiento de las 
obligaciones de los Estados Partes en 
el Pacto por medio del examen de los 
informes periódicos de los Estados, 
en los que dan cuenta de cómo és-
tos están cumpliendo el Pacto, y que 
obtienen un comentario del Comité 
que expresa, de una forma marcada-
mente diplomática los logros y los 
déficits de los Estados en el cumpli-
miento del mismo, exhortándole a 
realizar las eventuales mejoras.

Ya en 2012 (tres años después 
de emitida la OG por parte del Co-
mité DESC, y por lo tanto teniendo 
España parámetros suficientes sobre 
cómo implementar el DPVC), el Co-
mité examinó el informe periódico 
de España mostrando varios moti-
vos de preocupación que, en gene-
ral, no parecen haberse subsanado. 
En el nuevo informe presentado por 
España en 2017, se observa que si 
bien se refiere mucha información 
cuantitativa (en términos de datos, 
instituciones, actividades culturales 
realizadas por éstas) no se muestran 
los modos en que se han respetado 
las obligaciones procedimentales 
que implica el DPVC por ejemplo, en 
relación con las medidas de auste-
ridades antes señaladas, y de cómo 
han podido o no ser revertidas. Este 
hecho es preocupante si se tiene en 

cuenta que la respuesta del Comité 
al anterior informe presentado por 
España en 2012  señalaba que “al Co-
mité le preocupa que, en el contexto 
de la crisis económica y financiera, 
los recortes presupuestarios pongan 
en peligro la protección y la promo-
ción de la capacidad creativa e inves-
tigativa del Estado parte, así como 
las oportunidades de acceso efectivo 
de todas las personas y comunida-
des a participar en la vida cultural 
(art. 15).” 81 Seguidamente, el Comité 
recomendaba  al Estado “reforzar 
todas las medidas en curso y adop-
tar cualesquiera que fuese necesaria 
para garantizar los más amplios ni-
veles de realización de los derechos 
culturales consagrados en el artículo 
15 del Pacto”82. Pues bien, el informe 
que España presenta en 201783 no da 
cuenta de medidas específicas en 
ese sentido, al margen de una serie 
de cuadros estadísticos sobre “gasto 
de los hogares en bienes y servicios 
culturales”, visitas a museos, etc., y 
del tema más particular de la “dis-
criminación, racismo, xenofobia e 
intolerancia,”84 cuestiones que,  sin 
duda relevantes, no agotan el conte-
nido del DPVC. Del informe en cues-
tión no podemos deducir si España 
cumple con el contenido esencial 
del DPVC, que como en relación con 
cualquier otro derecho humano, 
nunca puede ser vulnerado. Según la 
OG, ese contenido esencial implica:
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“por lo menos, la obligación 
de crear y promover un entorno 
en el que toda persona, indivi-
dualmente, en asociación con 
otros o dentro de una comuni-
dad o grupo, pueda participar 
en la cultura de su elección, lo 
cual incluye las siguientes obli-
gaciones básicas de aplicación 
inmediata:

	 a) Tomar medidas legisla-
tivas y cualesquiera otras que 
fueren necesarias para garan-
tizar la no discriminación y la 
igualdad entre los géneros en el 
disfrute del derecho de toda per-
sona a participar en la vida cul-
tural.

	 b) Respetar el derecho de 
toda persona a identificarse o 
no con una o varias comunida-
des y el derecho a cambiar de 
idea.

	 c) Respetar y proteger el de-
recho de toda persona a ejercer 
sus propias prácticas culturales, 
dentro de los límites que supone 
el respeto de los derechos huma-
nos, lo que implica, en particular, 
respetar la libertad de pensa-
miento, creencia y religión; la 
libertad de opinión y expresión; 
la libertad de emplear la lengua 

de su preferencia; la libertad de 
asociación y reunión pacífica; y 
la libertad de escoger y estable-
cer instituciones educativas.

	
d) Eliminar las barreras u obs-

táculos que inhiben o limitan el 
acceso de la persona a su propia 
cultura o a otras culturas, sin 
discriminación y sin considera-
ción de fronteras de ningún tipo.

	
e) Permitir y promover la par-

ticipación de personas perte-
necientes a minorías, pueblos 
indígenas u otras comunidades 
en la formulación y aplicación 
de las leyes y las políticas que les 
conciernan. En particular, los 
Estados partes deben obtener su 
consentimiento previo libre e in-
formado cuando corra peligro la 
preservación de sus recursos cul-
turales, especialmente aquellos 
asociados con su forma de vida 
y expresión cultural.”85 

Debemos señalar también lo re-
lativo a los informes sombra (de la 
sociedad civil) y destacar que si bien 
en los informes de ONGS como Am-
nistía Internacional no se encuentra 
referencia alguna al DPVC reconoci-
do en el artículo 15.1.a) como tal, un 
grupo de ellas han presentado un 
documento relativo a este derecho, 
si bien restringido a lo que respecta 
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a la memoria histórica. También se 
pueden referencias a las necesidades 
de las comunidades gitanas y a su 
identidad cultural en otros textos de 
la sociedad civil, si bien desde el mar-
co más general de la no discrimina-
ción que el PIDESC requiere respetar 
en su artículo 2.2 y no vinculadas al 
DPVC de forma específica86   Se obser-
va que en estos informes no partici-
pan organizaciones específicamente 
culturales. El Comité, tras estudiar el 
informe de España y los demás docu-
mentos, concluye, en relación con los 
derechos culturales, que todavía hay 
motivos de preocupación pues los 
recortes efectuados como respues-
ta a la crisis todavía tienen conse-
cuencias negativas en el ejercicio de 
los derechos culturales, con especial 
incidencia en las comunidades espe-
cíficas, como la comunidad gitana, a 
pesar de los esfuerzos realizados. 

El Comité no podía conocer 
quejas individuales, lo que es posible 
tras la entrada en vigor de Protoco-
lo Facultativo para los Estados que 
lo han ratificado.  Este PF confiere 
competencia al comitépara recibir y 
considerar las comunicaciones. En 
su artículo 2, el PF establece que “las 
comunicaciones podrán ser presen-
tadas por individuos o grupos de in-
dividuos, bajo la jurisdicción de un 
Estado Parte, que víctimas de una 
violación de cualquiera de los dere-
chos económicos, sociales y cultura-

les establecidos Pacto por ese Estado 
Parte”. Como destaca Christian Cur-
tis, de la lectura de este artículo que-
da patente que los DESC pueden 
sufrir violaciones carácter individual 
o colectivo. Curtis refiere expresa-
mente a las violaciones del derecho 
al patrimonio colectivo como un po-
sible ejemplo de pretensión que po-
dría recurrirse.87  

Como señala Laura Pineschi, 
esta competencia del Comité ofre-
ce ventajas respecto al mecanismo 
de informes periódicos en relación 
con el control las decisiones arbitra-
rias de los Estados que afecta a los 
DESC. A través de una queja indivi-
dual o colectiva – que se basa siem-
pre en un caso concreto – este tipo 
de decisiones pueden ser evaluadas 
de forma mucho más sencilla, ya que 
los comentarios del Comité a los 
informes periódicos de los Estados 
sólo pueden hacer evaluaciones “en 
abstracto”.88 

España ha sido uno de los pocos 
Estados que ha ratificado el PF, por 
lo que varios de las quejas ( comuni-
caciones) presentadas ante el Comité 
son en relación con España89. En el 
caso de una queja en relación con la 
falta de acceso efectivo a los tribuna-
les para proteger el derecho a una vi-
vienda adecuada, el Comité ha dado 
la razón a la autora de la queja. No 
se descarta, por tanto, un escenario 
similar en relación con el DPVC.
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6. Retos de la crisis del 
coronavirus para los derechos 

y las políticas culturales

La crisis sanitaria del coronavirus 
COVID-19 ha hecho mucho más evi-
dentes los déficits de las políticas 
públicas en términos de derechos 
culturales. De un lado, siendo la acti-
vidad cultural una actividad en gran 
medida colectiva, las medidas de 
confinamiento han hecho mella en 
el sector. En este sentido El Comité 
DESC en una Declaración sobre la 
pandemia de enfermedad por coro-
navirus (COVID-19) y los DESC90, con 
fecha de 17 de abril se refiere al re-
quisito de la proporcionalidad seña-
lando que “si las medidas adoptadas 
limitan los derechos consagrados 
en el Pacto, deberán … ser necesa-
rias para combatir la crisis de salud 
pública que plantea la COVID-19, 
además de ser razonables y propor-
cionadas. Las medidas de emergen-
cia y las facultades asumidas por los 
Estados parte para hacer frente a la 
pandemia no deben usarse indebida-
mente y deben retirarse tan pronto 
como dejen de ser necesarias para 
proteger la salud pública.” Y si bien 
las palabras de la Relatora de Dere-
chos Culturales de las Naciones Uni-
das son absolutamente necesarias y 
pertinentes, dejando claro que “se 
opone inequívocamente a intentos 
de usar los derechos humanos o los 

derechos culturales para subvertir los 
esfuerzos de salud pública de forma 
inapropiada, por ejemplo, organi-
zando eventos religiosos o protestas 
públicas contra el distanciamiento 
social en formas que pongan riesgo 
a otros,”91, hay que incidir a su vez 
en la necesidad del análisis caso por 
caso, y del respeto de la proporcio-
nalidad en relación con la limitación 
de derechos, cuestiones relevantes 
para la “desescalada” y la “nueva nor-
malidad”. Así, conviene señalar una 
decisión del Tribunal Constitucional 
alemán92, que nos recuerda  el valor 
de la noción de proporcionalidad y 
el hecho de que subsistan institucio-
nes de control. Igualmente, el alto 
tribunal señala, a raíz de un caso en 
que una asociación musulmana re-
clamaba los rezos durante los vier-
nes restantes del Ramadán, que se 
puede establecer una excepción a la 
medida que prohíbe la celebración 
de eventos religiosos si se puede ase-
gurar que se realicen de forma fiable, 
que no existe un aumento de ries-
go de infección, algo que habrá que 
establecerse, desde luego, caso por 
caso, y no de forma general.

Este tipo de cuestiones son rele-
vantes en el contexto del escenario 
actual en relación con el DPVC, debi-
do a la gran importancia de la cele-
bración de eventos presenciales para 
el sector cultural. Además, el Comité 
DESC en la mencionada declaración 



64

LOS DERECHOS CULTURALES - SEGUNDA PARTE

señala que los Estados deben tomar 
medidas de protección social que al-
cancen a aquéllos que están en mayor 
riesgo de ser afectados por la crisis, y 
hace un llamado a “la obligación de 
dedicar el máximo de recursos de 
que dispongan a la plena realización 
de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales… Dado que esta 
pandemia y las medidas adoptadas 
para combatirla han tenido unos 
efectos desproporcionadamente ne-
gativos en los grupos más margina-
dos, los Estados han de hacer todo 
lo posible por movilizar los recur-
sos necesarios para combatir la CO-
VID-19 de la manera más equitativa 
posible, con objeto de evitar que se 
imponga una carga económica adi-
cional a esos grupos marginados. Se 
debe dar prioridad a las necesidades 
especiales de esos grupos en la asig-
nación de recursos”. Esta atención 
a los colectivos especialmente vul-
nerables puede ponerse en relación 
con  el Real Decreto-ley 17/2020, de 
5 de mayo, por el que se aprueban 
medidas de apoyo al sector cultural 
y de carácter tributario para hacer 
frente al impacto económico y so-
cial del COVID-2019 que podría in-
terpretarse de algún modo en esta 
línea, en concreto en relación con 
medidas como la posibilidad de los 
artistas de espectáculos públicos, su-
jetos a la intermitencia, de acogerse 
extraordinariamente a la prestación 

por desempleo. Asimismo, hay que 
recordar que el DPVC incluye el de-
recho de ser consultado y de parti-
cipar en el diseño de las políticas 
que afecten al mismo por lo que son 
necesarias las comunicaciones entre 
los decisores políticos y los colecti-
vos de artistas y agentes culturales 
afectados. Adoptar un enfoque de 
derechos humanos implica, por tan-
to, tomar en cuenta la opinión de 
las personas afectadas en relación 
con los derechos en cuestión.  Como 
señala la Relatora de Derechos Cul-
turales en su último informe anual, 
que versa sobre los defensores de los 
derechos culturales “muchas per-
sonas pueden ser defensoras de los 
derechos culturales, o actuar como 
tales, sin describirse necesariamen-
te a sí mismas en esos términos”93. 
Qué duda cabe que todos los colec-
tivos que están promoviendo dentro 
y fuera de nuestro país unas condi-
ciones dignas para los trabajadores 
del sector cultural y unas políticas 
públicas culturales que universali-
cen la participación y el acceso a la 
cultura  pueden ser considerados 
defensores de  los derechos  cultura-
les. En el ámbito de la Unión Euro-
pea varias organizaciones culturales 
de diferente índole acaban de lanzar 
una petición de aumento de los pre-
supuestos para políticas culturales, y 
en el ámbito internacional, la Fede-
ración Internacional de Coaliciones 
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de Diversidad Cultural  hace un lla-
mado a que los gobiernos tengan en 
cuenta las necesidades específicas 
del sector cultural, sobre todo desde 
el punto de vista de la diversidad cul-
tural, una cuestión profundamente 
ligada al derecho a participar en la 
vida cultural, pues son las expresio-
nes culturales más minoritarias las 
que necesitan de mayor apoyo pú-
blico y las que garantizan en mayor 
medida el tejido de la diversidad. Es-
tas consideraciones, desde el punto 
de vista del DPVC, no sólo benefician 
a los artistas, escritores y editores, 
sino que tienen relevancia también 
desde el punto de vista del acceso y 
la participación. Esta vertiente de ac-
ceso y participación necesita, como 
así lo indicó el Comité DESC en su 
observación general sobre el DPCV 
de 2009, que los Estados imple-
menten políticas públicas para que 
el ejercicio del DPCV esté al alcan-
ce (también financiero) de todos. Si 
la reciente equiparación del IVA del 
libro digital al libro en papel va en 
esta línea, queda todavía pendien-
te abordar la cuestión de la brecha 
digital, que el Comité menciona en 
su declaración en relación con la 
pandemia en el contexto del dere-
cho a la educación (y no del DPVC 
en sentido estricto). Se trata esto, de 
una asignatura pendiente, pues ya el 
Comité, en 2018 lamentaba “no ha-
ber recibido información concreta 

sobre las medidas adoptadas para 
garantizar el acceso a los beneficios 
del progreso científico, incluyendo 
internet (art. 15)”. Vemos, por tanto, 
que son muchos los retos que la si-
tuación actual plantea al ejercicio de 
los derechos culturales, tanto desde 
la creación como desde el acceso. El 
Derecho Internacional de los Dere-
chos Humanos ofrece un excelente 
marco para orientar las sin duda di-
fíciles medidas a llevar a cabo en el 
ámbito de las políticas culturales.
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TERCERA PARTE

CONCLUSIONES 
Y PROPUESTAS

1. Situar las políticas culturales en 
clave de derechos. Superar las po-
líticas clásicas del Estado Nación

El contexto contemporáneo re-
quiere que las políticas culturales 
de nuestro país inicien un proce-
so de actualización e innovación de 
acuerdo con las nuevas necesidades, 
considerando e incorporando los 
principios de inclusión de los dere-
chos culturales. A este fin será inelu-
dible un esfuerzo de transformación 
de algunas bases y fundamentacio-
nes que durante tanto tiempo han 
dominado la esfera de la acción pú-
blica en la cultura. Conscientes de 
que la tendencia interna de las po-
líticas culturales se caracteriza por 
un cierto talante conservador, con 
grandes dificultades de aceptar las 
nuevas realidades de la contempo-
raneidad y con una mirada domi-
nante hacia el pasado, consideramos 
conveniente aportar un conjunto 
de ideas y propuestas que pueden 
orientar reflexiones para un ejercicio 
de reformular nuevas políticas cultu-
rales en este contexto y situarlas en 
los escenarios de futuro.

-	 Reformulación de la fundamen-
tación y argumentación de las 
Políticas Culturales adaptándolas 
a un marco de referencia en un 
enfoque de Derechos Humanos y 
más concretamente en la incor-
poración de los referentes a los 
derechos culturales. Estas adap-
taciones implican un cambio de 
mentalidad muy profundo a las 
concepciones clásicas que impe-
ran en la visión de las políticas 
culturales públicas. Reclamando 
una movilización de amplios sec-
tores sociales y el compromiso de 
la representación política para 
afrontar este reto que nuestras 
sociedades reclaman a todos los 
niveles. Hacia un mayor consenso 
social con la participación de los 
agentes culturales.

-	 Las Políticas Culturales se han 
considerado, en parte, como 
una oferta graciable del Estado 
a la población y con poco com-
promiso al mantenimiento de 
su acción, por esta razón sufren 
grandes recortes presupuestarios 
en los momentos de crisis o velei-
dades de los gobernantes, debido 
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a una concepción de que la cultu-
ra es un lujo o una frivolidad ante 
otros problemas sociales que se 
consideran más prioritarios. El 
enfoque en derechos culturales 
reclama un cierto planteamiento 
de contrato social en el campo de 
la cultura que garantice el ejer-
cicio del derecho a participar en 
la vida cultural. En este sentido, 
y en consonancia con la Obser-
vación General se podría avanzar 
en el establecimiento de lo que 
podríamos denominar un com-
promiso con la cultura, como la 
expresión de un pacto social para 
la cultura que se concretará en 
un conjunto de servicios y acce-
sos avalados por el Estado a través 
de sus diferentes niveles de admi-
nistración pública. Transitar de la 
actual concepción de política de 
oferta discrecional a una política 
de garantía de derechos reclama 
un cambio de orientación muy 
profunda de cómo se entiende la 
cultura en nuestra sociedad, pero 
principalmente en una reformu-
lación de sus estructuras, sistema 
de financiación y formas institu-
cionales.

-	 En pocas circunstancias las po-
líticas culturales se han funda-
mentado en los compromisos 
de la comunidad internacional y 
del sistema de Naciones Unidas 

como se ha podido observar en 
este informe. Por lo tanto, se re-
quiere un esfuerzo considerable 
para incorporar un sistema de 
control y seguimiento interno de 
los diferentes niveles de goberna-
bilidad del grado de cumplimien-
to y los esfuerzos para alcanzar 
estos compromisos. De la mis-
ma forma se propone un sistema 
de información y transparencia 
sobre el alcance de estas obliga-
ciones como un ejercicio de faci-
litación y de participación en la 
vida cultural.

-	 España se caracteriza por su es-
casa producción de legislación 
cultural. En los más de cuarenta 
años de democracia la mayoría 
de las leyes tienen un sentido 
muy sectorial (patrimonio, cine, 
edición, etc…) y casi ninguna de-
sarrolla los principios fundamen-
tales que la CE y los Estatutos de 
autonomía establecen como mar-
co de convivencia y concurrencia 
entre las diferentes administra-
ciones públicas de acuerdo con 
nuestro ordenamiento. Tampoco 
se otorga una base competencial 
a la administración local, que es 
el nivel que aporta más gasto pú-
blico a la cultura. Pero lo que se 
aprecia como más necesario es la 
adecuación de la legislación ac-
tual a los compromisos y acuer-
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dos internacionales, así como la 
identificación de los campos don-
de no existen reglamentaciones y 
son susceptibles de proponerse a 
los legisladores en los próximos 
años.

-	 Incorporar una prospectiva de 
futuro a las políticas culturales 
de acuerdo con la necesidad de 
reflexionar sobre los aportes de 
la cultura a la sostenibilidad y su 
compromiso con el cambio cli-
mático. Estos principios requie-
ren plantear la satisfacción de las 
necesidades actuales sin menos-
precio de las necesidades cultu-
rales de las nuevas generaciones, 
lo que reclama una considera-
ción sobre los impactos y la via-
bilidad cultural de las decisiones 
de las políticas culturales. Nuevas 
formas en la gestión de la cultura 
se tendrán que adaptar a ciertos 
requerimientos medioambienta-
listas como a una mayor partici-
pación de las nuevas generaciones 
en la toma de decisiones de futu-
ro, a partir de integrar la vida cul-
tural de los jóvenes en un cierto 
“acuerdo” intergeneracional.

-	 La aceptación de los principios 
de los DDCC requiere, además de 
la incorporación en los plantea-
mientos en las políticas cultura-

les, la instauración de elementos 
internos para la garantía y pro-
moción de estos derechos que 
podrían iniciarse con las siguien-
tes propuestas:

	 Poner la atención sobre los me-
canismos existentes -como el 
Defensor del Pueblo o “ombuds-
man”-  para que los derechos cul-
turales puedan ser objeto de las 
diferentes funciones garantistas 
hacia la ciudadanía. Podría, en este 
sentido, considerarse la creación 
de un mecanismo específico para 
la protección de los derechos cul-
turales, en la línea por ejemplo del 
existente en el seno del Defensor 
del Pueblo para la prevención de 
la tortura (mecanismo nacional de 
prevención de la tortura –MNP-)94 
que permitiese el análisis y segui-
miento de los derechos culturales 
a nivel de país así como la admi-
sión de sugerencias, quejas o co-
municaciones.

	 Establecer el compromiso por par-
te de los gobiernos (Central, Au-
tonómico y Grandes Ciudades) de 
elaborar un informe anual sobre el 
estado de la cuestión de los dere-
chos culturales en su ámbito terri-
torial de referencia.

	 Coordinación entre los distintos 
niveles de la Administración Es-
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tatal para presentar una informa-
ción relevante en lo que concierne 
al DPVC en los informes periódi-
cos al Comité DESC en el marco 
del Protocolo Facultativo.

	 Fomentar la participación de am-
plios sectores de los agentes socia-
les y culturales en las audiencias 
para la elaboración de los informes 
al comité de los DESC, lo que se 
conoce como “informes sombra”.

	 Favorecer espacios de comuni-
cación y trasparencia sobre el 
cumplimiento de los derechos cul-
turales.

Conclusiones

-	 Desde una perspectiva de sistema 
cultural adquiere más importan-
cia el desarrollo de un principio 
constitucional de la Comunica-
ción Cultural que recoge el artí-
culo 149.295 de la Constitución 
muy bien tratado en el Preám-
bulo de la Ley de Salvaguarda del 
Patrimonio Inmaterial 10/2015 
de 26 de mayo y por Prieto de Pe-
dro, 200496.  La descentralización 
del sistema cultural en compe-
tencias en las comunidades au-
tónomas y el gran dinamismo de 
la administración local no exclu-
ye la necesaria interdependencia 
con los sistemas culturales más 

amplios a nivel nacional y global. 
Las políticas culturales requieren 
de formas de coordinación y coo-
peración territorial que pueden 
establecerse a diferentes niveles y 
facilitar la existencia de canales y 
medios para la circulación de las 
expresiones culturales más allá 
del marco competencial territo-
rial. La comunicación cultural ha 
de permitir la resolución de con-
flictos y problemas actuales, la 
circulación de la producción cul-
tural y la interacción de personas, 
creadores y artistas de diferentes 
territorios nacionales o interna-
cionales como un sistema cultu-
ral integrado e interconectado.

-	 Después de décadas de políticas 
culturales democráticas emer-
ge una consideración general de 
que los servicios culturales que 
ofrece el Estado (en sus diferen-
tes niveles) a la ciudadanía parece 
que pueden ser voluntarios y/o 
circunstanciales. De acuerdo con 
estos antecedentes y las necesida-
des actuales consideramos nece-
sario desarrollar una definición 
(o redefinición) del concepto de 
Interés General y Bien Común 
en el sector cultural de forma 
participada y equilibrada supe-
rando viejos principios que prio-
rizan algunos ámbitos culturales 
(patrimonio, institucionalidad, 
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grandes equipamientos, etc.) de 
otros campos de la vida cultural 
o formas que la ciudadanía adop-
ta para satisfacer sus necesidades 
culturales en el ejercicio de sus 
derechos. Buscando un equili-
brio entre la función del Estado, 
el mercado y la iniciativa del ter-
cer sector.

-	 La compleja relación entre dere-
chos culturales y sistema cultural 
requiere de sistemas de infor-
mación y análisis más amplios 
que las estadísticas culturales, la 
cuenta satélite o estudios secto-
riales de los ámbitos culturales. 
La gran preocupación por el ac-
ceso a la cultura, la participación 
en la vida cultural, requiere de 
sistemas de diagnóstico más am-
plio para alcanzar un verdadero 
conocimiento de nuestras diver-
sas realidades. En este sentido la 
metodología que propone el “The 
Indicator Framework of Culture 
and Democracy”97, algunos baró-
metros sobre la participación en 
la vida cultural pueden transi-
tar por los datos sobre el sector 
cultural para detectar prácticas 
culturales de la población más 
amplias. De la misma forma se 
puede avanzar hacia sistemas de 
información que nos aporten 
datos sobre las desigualdades e 
inequidades en el acceso a la par-

ticipación en la vida cultural. 

-	 En la actualidad prosperan ini-
ciativas para el establecimiento 
de unos servicios culturales mí-
nimos para garantizar el derecho 
a participar en la vida cultural 
de acuerdo con las particulari-
dades contextuales y la disposi-
ción de recursos. Igualmente se 
han experimentado formas de 
acceso a la cultura por medio de 
la entrega de un “vale / bono” o 
tarjeta cultural para facilitar el 
consumo98. En esta línea la Mi-
nistra de Cultura de Francia99 ha 
establecido el “servicio público 
universal de la cultura”. Por ser-
vicios mínimos podemos enten-
der aquellas prestaciones que el 
Estado y la Administración Públi-
ca garantiza a la ciudadanía para 
satisfacer sus necesidades cultu-
rales y nutrir la oferta en la vida 
cultural de la ciudadanía. Estos 
servicios se recomiendan que se 
establezcan a partir de procesos 
de participación ciudadana te-
niendo en cuenta la tradición, la 
situación cultural de su entorno, 
la atención de las necesidades 
intergeneracionales y la realidad 
socioeconómica. Los servicios 
mínimos son un compromiso en 
clave de pacto social para la cul-
tura por parte del Estado, que 
permite una valoración objetiva 
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del cumplimiento del Pacto 15 de 
los DESC. Y, por otro lado, es la 
expresión de una garantía para 
las personas y un avance en la 
relación Cultura-Estado - Ciuda-
danía. Diferenciando estas políti-
cas  de aquellas de atracción de 
turismo por medio de la cultura 
con la oferta de servicios básicos 
culturales, que han de beneficiar-
se de otras estrategias, aunque 
pueden estar relacionadas.

-	 Considerar los Derechos Huma-
nos y los Derechos Culturales 
como un marco de referencia 
imprescindible para las políticas 
culturales requiere una mayor 
correlación con los procesos y 
acuerdos contemporáneos. Los 
aportes de la Relatora Especial en 
la esfera de los Derechos Cultura-
les de NNUU han contribuido a la 
actualización de las lecturas sobre 
los derechos culturales. En esa lí-
nea, consideramos conveniente 
la incorporación de los conteni-
dos de las convenciones interna-
cionales a las políticas culturales 
del Estado, principalmente las 
que ha fomentado UNESCO. En 
esta coyuntura es imprescindible 
situar las políticas culturales en 
el marco de la Agenda 2030 y los 
Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble como expresión de un acuerdo 
internacional para Transformar 

nuestro Mundo. Aunque estos 
objetivos no han incorporado 
con claridad los fines o partes de 
la cultura o los derechos cultu-
rales, consideramos muy impor-
tante su inclusión en el marco 
de fundamentación de las polí-
ticas culturales actuales. Por eso 
es necesario movilizar el sistema 
cultural de la comunidad inter-
nacional para trabajar en esta 
orientación y aportar evidencias 
a los informes país para alcanzar 
estos fines.

-	 Es imprescindible relacionar los 
derechos culturales con las nue-
vas necesidades de adaptación 
a los cambios tecnológicos en la 
sociedad de la información, para 
valorar el acceso a la cultura y la 
emergencia de nuevas brechas di-
gitales entre sectores de nuestra 
sociedad. El acceso a la informa-
ción, a la conectividad a internet 
y su función en la vida cultural de 
los ciudadanos, presenta un cam-
po importante de actualización 
para atribuirse ciertos servicios 
que están muy alejados de la ges-
tión de las políticas culturales.
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2. A modo de advertencias finales

A lo largo de este informe han estado 
presentes dos ideas fuerza, que con-
sideramos claves como inspiradoras 
de unas políticas públicas culturales 
que respondan de forma adecuada 
a los retos de la sociedad española 
contemporánea respetando y pro-
moviendo la dignidad del ser huma-
no. De un lado, la idea del acceso de 
la ciudadanía (y, sobre todo, la parti-
cipación en) la vida cultural. De otro, 
la idea de que una sociedad sana y 
fértil en la creación de proyectos co-
munes compartidos, necesita respe-
tar y promover la diversidad cultural, 
con plena atención a las personas 
pertenecientes a comunidades cul-
turales minoritarias. Si bien la pri-
mera idea, desde un punto de vista 
teórico está ya plenamente asumida 
y no existe controversia teórica al 
respecto – desde el punto de vista de 
los derechos humanos –, la segunda 
idea resulta bastante más compleja.

La necesidad de que la participa-
ción en la vida cultural no dependa 
tanto de los recursos económicos de 
las personas, no es sino un corolario 
de lo proclamado y exigido ya, desde 
la Observación General nº 3 del Co-
mité DESC, para la generalidad de 
los derechos reconocidos en el PI-
DESC. Las nuevas medidas produci-
das desde 2009 y analizadas en este 
informe, refuerzan esta perspectiva 

para el ámbito, hasta entonces con 
más invisibilidad, de los derechos 
culturales. De esta forma, las conclu-
siones recentísimas de Phillip Als-
ton, Relator de las Naciones Unidas 
sobre pobreza y derechos humanos, 
tras visitar nuestro país, dan buena 
prueba de que todavía queda mucho 
por hacer desde las políticas públi-
cas –reformas fiscales, por ejemplo 
– para que el núcleo esencial de los 
derechos humanos pueda ser garan-
tizado y resguardado de posibles cri-
sis y vaivenes económicos.

Si bien la anterior cuestión toda-
vía se presenta como prácticamente 
virgen en la práctica, dado que poco 
se ha hecho por parte de las políticas 
públicas culturales españolas des-
de esta perspectiva de los derechos 
humanos, la segunda cuestión –el 
respeto y la promoción de las expre-
siones culturales de las comunidades 
minoritarias –  no sólo plantea retos 
prácticos, sino también teóricos. De 
hecho, no existe un modelo único 
de integración de las comunidades 
culturales (incluidas las religiosas, 
si utilizamos, como lo hacemos en 
este informe, un concepto amplio de 
“cultura”).  Cada sociedad debe aten-
der sus propios contextos,100 y no 
existe una receta trasplantable a cir-
cunstancias diferentes, si se puede 
aprender de los errores en que otros 
han podido incurrir. Así, un modelo 
puede funcionar en un país y no ne-
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cesariamente en otro. En todo caso, 
los populismos xenófobos cada vez 
más presentes muestran la necesi-
dad de repensar los diferentes mo-
delos. Ni el modelo multiculturalista 
británico, que reconoce, por lo me-
nos en lo teórico, la posibilidad del 
ejercicio de las prácticas culturales 
minoritarias en el espacio púbico, ni 
el asimilacioncista y laicista francés, 
que las trata de excluir, se libran de 
este mal que recorre Europa. 

En este sentido nos parece, que la 
perspectiva de la no discriminación 
y de la promoción de expresiones 
culturales/religiosas minoritarias 
debe completarse con otras que a día 
de hoy aparecen ya como claramen-
te necesarias para evitar de un lado, 
tanto la invisibilidad de las expresio-
nes culturales minoritarias y su pér-
dida - cuando se trata de expresiones 
vivas que permiten a los miembros 
de un grupo  la protección y protec-
ción de su dignidad- como de otro, 
una suerte de sobreprotección de 
las expresiones religiosas, que, como 
apunta Marie-Claire Foblets, pueden 
ofrecer base jurídica de protección 
a expresiones o comportamientos, 
que, de otra, forma no tendrían jus-
tificación.101 En este sentido se em-
pieza a observar una tendencia en 
Europa no siempre adecuada,  que, 
para compensar la gran presencia 
que las religiones mayoritarias (to-
davía) tienen en el espacio público, 

se empieza a reconocer tal presencia 
también a expresiones religiosas mi-
noritarias, basándose en el principio 
de derechos humanos de  no discri-
minación en el ejercicio de la libertad 
religiosa. Por eso parece interesante 
dar cabida, junto con este principio 
básico de derechos humanos, a pro-
puestas como la los movimientos 
para un Estado Laico,102 en cuanto 
tal combinación permitiría, en nues-
tra opinión, evitar una concepción 
de la cultura (y la religión) como 
compartimentos estancos en que las 
diferentes comunidades culturales y 
religiosas no tienen apenas estímu-
los para interactuar en el espacio pú-
blico. Se trataría de, basándonos en 
la propuesta de Amin Maalouf en su 
último libro El Naufragio de las Ci-
vilizaciones103, evitar tanto las cuotas 
automáticas y generalizadas como el 
desprecio a la diversidad invocando 
una suerte de universalismo abusivo 
y uniformizante, e instaurar, en su 
lugar, un mecanismo de vigilancia 
permanente que permita identifi-
car en qué momento comunidades 
culturales o religiosas específicas 
necesitan una atención particular. 
Esperamos que el análisis realizado 
en este informe, contribuya, de una 
forma u otra a la instauración de tal 
mecanismo.

Como hemos visto a lo largo de 
este informe, del derecho internacio-
nal de los derechos humanos se ex-
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trae una obligación internacional de 
cambiar el estatuto de este derecho 
y aumentar sus niveles de garantía 
y protección. Así, el último informe 
del Comité DESC emitido en 2018 
respecto al cumplimiento por par-
te de España del PIDESC, señala, 
entre los “principales motivos de 
preocupación y recomendaciones” 
los déficits en la “justiciabilidad de 
los derechos económicos, sociales y 
culturales” señalando el Comité que 
“aun cuando […]  toma nota de algu-
nos importantes avances interpreta-
tivos en la jurisdicción ordinaria en 
relación a la aplicación de los dere-
chos contenido en el Pacto, le pre-
ocupa que estos continúen siendo 
considerados como meros principios 
rectores de la política social y eco-
nómica y que por tanto únicamente 
puedan ser invocados cuando hayan 
sido desarrollados legislativamente 
o en relación con otros derechos que 
cuentan con mayor protección, tal 
como el derecho a la vida. Además, el 
Comité lamenta que el Estado parte 
aún no disponga de un mecanismo 
adecuado para aplicar los dictáme-
nes y recomendaciones del Comité.” 
El Comité establece a continuación 
una serie de recomendaciones que 
compartimos y que reproducimos 
aquí. El Comité insta al Estado a que: 

“a) Tome las medidas legislativas 
pertinentes para garantizar que los 

derechos económicos, sociales y cul-
turales cuenten con un nivel de pro-
tección análogo al que se brinda a 
los derechos civiles y políticos y para 
promover la aplicabilidad de todos 
los derechos consagrados en el Pacto 
en todos los niveles del sistema judi-
cial, inclusive mediante el recurso de 
amparo;

b) Realice capacitaciones, espe-
cialmente entre jueces, abogados, 
agentes del orden, miembros del 
Congreso de los Diputados y otros 
actores encargados de la aplicación 
del Pacto, sobre el contenido de los 
derechos del Pacto, incluidas las ob-
servaciones generales del Comité, 
y sobre la posibilidad de invocarlos 
ante los tribunales;

c) Lleve a cabo campañas de sen-
sibilización entre los titulares de los 
derechos sobre la justiciabilidad de 
los derechos económicos, sociales y 
culturales;

d) Establezca un mecanismo na-
cional eficaz para la aplicación y el 
seguimiento de las recomendacio-
nes y los dictámenes del Comité.” 104  

Así pues, nada impide en nues-
tra Constitución el desarrollo de 
una ley general de cultura basada 
en un enfoque de derechos huma-
nos culturales que refleje los avances 
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desarrollados en el Derecho Interna-
cional y recogidos en este informe, 
y que, de hecho, vinculan a nuestro 
Estado. Así, esta ley podría recoger la 
posibilidad incluso de que el DPVC 
sea judicializable, pues siguiendo el 
artículo 53 de nuestra Constitución 
“sólo podrán ser alegados ante la Ju-
risdicción ordinaria de acuerdo con 
lo que dispongan las leyes que los 
desarrollen.” Existe pues la posibili-
dad de ofrecer un marco normativo 
de protección judicial al DPVC105. 

La evolución de las políticas cul-
turales y los derechos culturales no 
han concordado como hubiera sido 
deseable. Diferentes circunstancias 
han coincidido en dejar en un cierto 
suspenso la aplicación del art. 15 de 
los DESC durante demasiado tiem-
po. En el contexto actual donde con-
fluyen crisis de los estados nación 
con dificultades de articulación de 
la legitimidad democrática la cultu-
ra puede jugar un rol importante.

En este sentido se propone una 
cierta evolución de políticas cultu-
rales de estado a políticas culturales 
para la ciudadanía donde el papel 
del estado evolucione hacia una fun-
ción facilitadora del ejercicio de de-
rechos y garantía.

Un enfoque en derechos cultu-
rales para las políticas culturales 
permite avanzar hacia una mayor in-
clusión de las necesidades culturales 
en el catálogo de necesidades colec-

tivas que los estados modernos han 
de garantizar a la ciudadanía para 
unos plenos derechos humanos.

En este sentido los compromi-
sos internacionales con los DESC 
pueden ejercer una influencia en la 
adaptación de nuestros sistemas cul-
turales a las realidades contempo-
ráneas donde la dimensión cultural 
emerge como un eje importante para 
el futuro de nuestras sociedades.

Consideramos una mayor in-
clusión de los derechos culturales 
en los principios rectores y la argu-
mentación de las políticas culturales 
nos permite recuperar unos funda-
mentos que relacionan derechos hu-
manos con la práctica cultural. De 
la misma forma se puede presentar 
como una oportunidad para actuali-
zar algunos de los fundamentos ar-
caicos de las políticas culturales con 
un esfuerzo para situarlas ante los 
cambios actuales y las necesidades 
del futuro.
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